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Se aóre la sesibn a las once y quince minutos 
de la mañuna. 

El señor PRESIDENTE Está con nosotros el 
Ministro de Administración Territorial. Yo c m  
que es inútil subrayar la importancia de esta se- 
sión informativa. La Cámara tiene la función de 
legislar y iambih la función de w n t r o k  la ac- 
ción de Gobierno. Lus señores Diputados, la Cá- 
mara en general, tienen el dmcho de interpelar 
y de preguntar, y eleiobienio la obligación de 
informar. 

Hoy estamos aquí precisamente, a través de 
esta actitud del Gobierno -en este caso del Mi- 
nistro & Administración Territorial-, para in- 
formar sobre la política de su Departamento 
para que la Cámara tenga e n  este caso la Comi- 
sión de Administración Temtorial- todos los 
elementos & juicio para, en su caso, poder plan- 
tear, desde los ámbitos legislativo y de control 
que le corresponden, toda una serie de acciones 
sobre la base precisamente de una información 
de calidad. Esa información es la que hoy n a  va 
a dar el Ministro, sin perjuicio de que durante el 
receso, después de la intervención del Ministro, 
podamos mantener coñ los Portavoccs de los 
Grupos Parlamentarios una conversación sobre 
la manera de enfocar el tema 

En principio, yo sugeriría que, si les parece 
bien a SS. SS., despuéa de la expición del Mi- 
nistro, lo que podríamos hacm es dar un tiempo 
equis para que sc formulen preguntas por cacri- 
to, de tal manera que el Ministro w n  la Mesa las 
ordenarla, las clasificada y sc podría dar res- 
puesta a continuación a esas prcguntat~ 

A continuación, podríamos dar un turno de 
Portavoces para que hicieran las oportunas ma- 
tizaciones o las oportunas réplicas a la interven- 
ción del Ministro. 
Digo que csto es un avance de lo que en pM- 

cipio me parece una mecánica que no es mala, 
pero que podrirunos, a la vista del cúmulo de 
preguntas o a la vista de la propia dinámica del 

acto, mantener con los Portavoces, en el mo- 
mento del tccc80, unas conversaciones sobre si 
interesa aducir algún tipo de mecánica distinta a 
la que acabo de exponer. 

Entonces, el señor Ministro de Administra- 
ción Territorial tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fonth Pérez): Mor 
Presidente, sefloras y señores Diputados, he 
aceptado con mucho gusto la invitacjón que me 
formuló el Presidente de la Comisión de Admi- 
nistración Territorial para acudir ante la Comi- 
sión a esta acsión infixmativa y debate subsi- 
guiente. 

Por una parte, la he aceptado; por otra parte, 
la agrackm, porque ofrece una primera oportu- 
nidad de presentar delante de un órgano del Par- 
lamento algunos de los puntos sobre los que ver- 
sa actualmente la actividad, las inquietudes y la 
voluntad política de este nuevo Departamento 
de Achninbtmción Territorial, acerca del cual 
yo empezaría con una definición que arranca del 
Real Demto de 4 de abril de 1979, que crea el 
Departamento. 

Realmente, se c m  el Departamento de Admi- 
&ración Territorial y no se crcan en la práctica 
óqpnos nuevos de la Administración del Estado, 
en el sentido de que el Ministerio de Adminis- 
tración Territorial r cc~oc  del antiguo Ministerio 
del Interior, la Dincción Gencral de Adminis- 
tración Local, con todas tu competencias que 
esta Dirección General tenía; recoge, iguaímen- 
te, el Oxgaubmo Autánomo Instituto de Estu- 
dios de AdministraCi '&n Lacal y, al mismo tiem- 
po, sc esúucturan, de una manera oq@zada, 
Servicios que estaban ya inaoados en los organis- 
mos o entes de apoyo del anterior Ministro Ad- 
junto para las R~giones en lo que se refiere a los 
regímenes preaptonónaicwr * y a las fiitiuarr Comu- 
nidaács Autónomas. 

El esquema oqpmizativo del Ministerio no 
puede ser más simple: una Subsecretaría que re- 
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coge las funciones de subsecretaría desde el pun- 
to de vista técnico, administrativo y político, las 
funciones de subsecretaría que tenía la del Mi- 
nisterio del Interior y las funciones de subsecre- 
taría que, con respecto a estos órganos de apoyo 
del Ministro Adjunto para las Regiones, venía 
desempeñando el Ministro de la Presidencia del 
Gobierno; una Secretaría General Técnica y dos 
Direcciones Generales: la Dirección de Admi- 
nistración Local, que se recibe tal como estaba, y 
la nueva Dirección General de Cooperación con 
los Rw'menes Autonómicos, que se ocupa en el 
momento actual de las relaciones con los órga- 
nos de Gobierno y con las distintas estructuras 
de los actuales m'menes prcautonómicos, que, 
en su día, está llamada a tener una relación aná- 
loga -no exactamente la misma, porque consti- 
tucionalmente la situación sería distinta-; una 
posición análoga en relación con las Comunida- 
des Autónomas. 
Este Ministerio no es un Ministerio de gestión, 

éste no es un Ministerio inversor, éste es un Mi- 
nisterio de tramitación y éste es un Ministerio al 
que corresponde indudablemente velar y aplicar 
la política conducente a la puesta en práctica de 
aspectos sustanciales, no de todos ellos, por su- 
puesto, y no de los más importantes del Título 
VI11 de la Constitución. 

Quiero decir que este Ministerio, por una par- 
te, como digo, con sus competencias en relación 
con la Administración Local, con sus competen- 
cias en relación con la Administración prcauto- 
nómica y luego, en el futuro, con la Administra- 
ción Autonómica, time las funciones que tiene y 
no tiene las competencias o funciones que no 
tiene; es decir, que a este Ministerio de ninguna 
manera le corresponde invadir campos de activi- 
dad política sustanciales, que i n c h  no son 
propios del Gobierno, sino que corresponden al 
Parlamento. Con esto me estoy refiriendo a los 
Estatutos de Autonomía de las diversas Comuni- 
dades Autónomas que en estos momentos estan 
de alguna manera previstas con el sistema de re- 
gímenes preautonómiws y que en el futuro pue- 
dan desarrollarse. 

Entonces, en relación con la estructura de este 
Ministerio, voy a hablar de lo que hacemos y de 
los proyectos que tenemos, así como del @o 
en que se encuentran estos proyectos. 

Un problema, una temática, diría, en términos 
más generales, más sustancial que con la que se 
tiene que enfrentar día a día el Ministerio de Ad- 

ministración Territorial, es toda la que com- 
ponde a la Administración Local. En este punto 
el Ministerio, igual que el Parlamento, igual que 
los partidos politicos, se encuentra en estos mo- 
mentos con la realidad legal de una verdadera 
fronda legislativa, de diversos d o n e s  y nor- 
mas de diversa jerarquía que afectan a la Admi- 
nistración Local. Parte de esta normativa funcio- 
nal tiene una historia muy larga que es la de to- 
das las organizaciones, todos los sistemas organi- 
zativos y los sistemas legales de régimen lacal 
que en nuestro país tienen, como digo, un largo 
proceso de casi setenta años. 

Por otra parte, este mismo Parlamento, mejor 
dicho, este Parlamento en la legislatura anterior, 
adoptó algunas disposiciones a nivel de ley en 
relación con la Administración Local, con el ré- 
gimen local. 
Saben todos ustuics que ti Ley de Elecciones 

Locales, aprobada mayodmiamente por este 
Parlamento y, en muchos de sus artículos, yo di- 
ría casi unánimemente, en parte de-su contenido 
desborda el carácter técnico que podía tener una 
mera ley electoral, para entrar en materias sus- 
tantivas de o r g a n k a d ~  de los propios entes a 
los que af' no solameiitc a los Ayuntamien- 
tos, sino también a las Diputaciones e, incluso, 
abordando situaciones nuevas, como seria el 
ca80 particular del Consejo General Interinsular 
de las islas Baleares, la creación de los Consejas 
Insulares en las mismas islas Baleares y aigunas 
otras modalidades de organización local a las 
que el Parlamento dio forma y creó por csta vía 
de la Ley de Elecciones Locales. 

En este sentido he de decir que el Ministerio 
se ocupa actualmente de una manera, me atreve- 
ría a decir prioritaria, de la preparación de lo 
que ha de ser el proyecto de Ley de Régimen Lo- 
cal que ha de presentarse, tal como ha sido 
anunciado en el Pleno de esta Cámara, que ha 
de presentarse al Consejo de Ministros para su 
aprobación e inmediato envío al Congreso de los 
Diputados en la primera quincena de octubre. 

Entonces, en un primer momento me voy a 
detener en algunos de los principios constitucio- 
nales y de los principios orgánicos acerca de los 
c d c s ,  a mi modo de ver, pudo anunciar que 
estos principios tratarán de estar traducidos y n- 
flyadog en la Ley de Régimen Local, aigunos de 
ellos por imperativo constitucional. Pero esos 
que estarán en la Ley de Régimen Local por im- 
perativo constitucimal son realmente un man- 
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dato que el Ministerio recibe de la propia Cons- 
titución y es un mandato que nos concierne a to- 
dos, Gobierno y Parlamento, porque es un man- 
dato que, a partir de la aprobación de la Consti- 
tución en el referéndum y la posterior sanción 
de dicha norma suprema de la convivencia polí- 
tica española, es un mandato que nos concierne 
a todos en su ejecución. 
Yo señalaría que, de los puntos constituciona- 

les que han de inspirar el proyecto de Lcy de Ré- 
gimen Local, algunos de ellos son tan evidentes 
y tan claros en la propia literalidad del texto de 
la Constitución que bastará su enunciado, sin 
hacer demasiado prolija la referencia a los dis- 
tintos artículos. 

El primer punto es que la Constitución esta- 
blece la autonomía municipal y la autonomía 
provincial en el mismo título de la Constitución 
en que se ocupa de los otros niveles de la auto- 
nomía, es decir, el principio de la autonomía 
municipal, en todos los sentidos que puede im- 
plicar esta palabra: el autogobierno de las corpo- 
raciones municipales, de las corporaciones loca- 
les, la autonomía financiera de las agrupaciones 
locales -sobre eso hablaré luego con alguna ma- 
tización- y la capacidad de que estas corporacio- 
nes locales se gobiernen a sí mismas y se dicten a 
sí mismas las normas de su funcionamiento. 
De igual manera el tema de la autonomía pro- 

vincial, entendida la provincia como agrupación 
de municipios, que está en el artículo 14 1, 2, de 
tal forma que las corporaciones municipales y 
las corporaciones provinciales están constitucio- 
nalizadas en nuestra suprema norma política. 

Ha de tener en cuenta la Ley de Régimen Lo- 
cal otras agrupaciones de municipios que son 
posibles según el texto constitucional. De estas 
agrupaciones de municipios, unas tendrán un 
carácter consolidado mediante la agrupación de 
municipios que tengan servicios comunes, y 
otras pueden tener un carácter sectorial, es decir, 
que se admiten las agrupaciones de municipios 
para determinadas funciones concretas. 

Los Cabildos o Consejos Insulares son unas 
corporaciones que participan, yo diría, casi más 
del carácter de las diputaciones en cuanto que 
comprenden agrupaciones de municipios, pero 
tienen otra serie de peculiaridades que han de 
ser enmarcadas dentro de la Ley de Régimen Lo- 
Cal. 
Las Haciendas locales han de estar nutridas, 

según la legislación fiscal vigente, por los tribu- 

tos propios de los Ayuntamientos y las Diputa- 
ciones, es decir, de las corporaciones -hablo de 
las corporaciones en generaí para no tener que ir 
detallando Ayuntamientos, Diputaciones, Con- 
sejos y Cabildos-, y por otros tributos propios de 
las municipalidades, que en parte son tributos 
cedidos por el Estado en la reforma fiscal y en 
parte los tributos que puedan crear las propias 
corporaciones, y por la participación en los tri- 
butos del Estado y en los tributos que correspon- 
dan a las declaradas comunidades autónomas. 

Como vamos a tener la Ley de Régimen Local 
con una vocación de permanencia, es evidente 
que en el capítulo de la participación en los tri- 
butos del Estado y en los tributos de las Comu- 
nidades Autónomas la ley no debe descender a 
detalles de porcentajes, de puntos, que les co- 
rresponderán a las Haciendas locales en cada 
uno de estos tributos, cosa que es más propia de 
una legislación más coyuntural o más transitoria 
de lo que queremos que sea la Ley de Régimen 
Local, si se han de recoger los principios. 

Después, las funciones de la Administración 
del Estado en relación con las corporaciones lo- 
cales. Dentro del espíritu de la autonomía, estas 
funciones de la Administración del Estado en re- 
lación con las comunidades locales han de ser 
entendidas más como funciones de asistencia y 
de apoyo que como funciones de fiscalización o 
de tutela. Es uno de los cambios -digamos- de 
mentalidad política con que desde la Adminis- 
tración Central del Estado hay que abordar el 
tema de las distintas administraciones que sirven 
a los ciudadanos. En este sentido, la Ley de Ré- 
gimen Local irá precedida -antes de que este 
proyecto llegue a manos del Parlamento y pueda 
tomar en él su forma definitiva- de una escalo- 
nada serie de medidas que están preparadas por 
el Ministerio de Administración Territorial, al- 
gunas de ellas en avanzado curso de aprobación, 
en relación con la supresión de una gran parte 
de los mecanismos de fiscalización, intervención 
y tutela que la Administración Central tiene en 
relación con las corporaciones de carácter local. 

En la nueva Ley se ha de contemplar la es- 
tructura y organización de los Ayuntamientos 
que hoy por hoy están gobernados por los pre- 
ceptos todavía vigentes en la fronda de la legisla- 
ción de régimen local, de la que hemos tratado 
de ofrecer en las carpetas que se han entregado a 
los señores Diputados una especie de resumen 
puesto al día, y por la Ley de Elecciones Loca- 
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les, asi como por el Decreto 399178. k cio es evi- 
dente que dentro de csta estructura estará en los 
Ayuntamientos la figura del Alcaide, las funcio- 
nes de los Concejales y de csc órgano intermedio 
entre el Alcaide y los Concejales que es la Comi- 
sión Permanente, así como las vías que se abren 
para la participación de las juntas, y las caracte- 
rísticas que ha de tener la presencia de las juntas 
de vecinos en los distintos niveles de la Admi- 
nistración Local. 
Lo miamo diría en relación con las Diputacio- 

nes y Cabildos, y con otros dos puntos muy im- 
portantes: la función pública local y la audiencia 
de los ciudadanos y su acccao a la Administra- 
ción; dos puntos que están rccogidog en los ar- 
tículos 103 y 105 de la Constitución. 
Es evidente la importancia de la función pú- 

blica local, que en estos momentos abarca, pro- 
bablemente, a un conjunto de unos 250.000 fun- 
cionarios, de unos niveles o de otros, y que, por 
una parte, comprende funciones muy técnicas y, 
por otra, funciones que no tienen este carácter. 
Es decir, como fuerza de empleo, y de empleo 
administrativo, el conjunto de la Administración 
local constituye una de las grandes magnitudes 
de la vida pública española. 

Pretenderá esta Ley, por una parte, ase!gurar el 
rigor técnico de los funcionarios de la Adminis- 
tración local, así como las debidas garantías de 
consolidación y de permanencia en el empleo, y, 
al mismo tiempo, de promoción. Vamos a con- 
templar en esta Ley una cierta agilidad en las 
transiciones de unos cuerpos a otros y, por otra 
parte, pretendemos abrir una puerta para que las 
corporaciones locales tengan una palabra que 
decir (una palabra que resulte -digamo+ decisi- 
va sin merma de los derechos legítimos de los 
funcionarios), una palabra decisiva que decir 
cada una de las Corporaciones Lacales en la se- 
lección de los funcionarios, y pienso en los fun- 
cionarios del más alto nivel técnico. 
La audiencia de los ciudadanos y el acceso de 

éstos a la Administración es algo particularmen- 
te importante en relación con el régimen Id, 
que es donde el ciudadano se enfrenta con la 
Adminitración, envuelto en las prcocupaciones 
y en las aspiraciones de sus problemas cotidia- 
nos. 

Al mismo tiempo, en el orden de las entidades 
que ban de ser contempladas en la Ley de Régi- 
men Local, hay unas cuestiones a las que yo 
atribuyo una cierta importancia y que de mane- 

ra provisional yo me atrevería a llamar (no es un 
nombre técnico; en la Ley no se empleará, por 
supuesto, csc nombre) las entidades submunici- 
@es y las entidades supramunicipales. 

El tema de las entidades submunicipales 
(corno digo no se trata de un ngmbre técnico y 
no apareced como tal en la Ley) es el que en las 
ciudades de cierto volumen de población y, so- 
bre todo, en las grandes ciudades, tiene la reali- 
dad sociológica y humana de los distritos o de 
los barrios. 

Evidentemente, es n d o  que se abra con 
la Ley un cauce para que los vecinos de los dis- 
tritos y de los banios no estén sometidos; las ne- 
cesidades de estos distritos y barrios no es th  so- 
metidos -digo- a un gobierno excesivamente 
centralizado por parte de las corporaciones mu- 
nicipales. Nedigo que el sistema de la autono- 
mía alcance a estos niveles urbanos, pero si in- 
sisto en que, desde el punto de vista social hu- 
mano y de la vida cotidiana, los distritos o los 
barrios han de tener una personalidad reconoci- 
da y unos instrumentos de representación o de 
cuasi representación y de cuasi gobierno. 
Esto en cuanto al entorno urbano. Pero en el 

entorno no urbano, que abarca una serie tan ex- 
tensa del temtorio nacional, están las entidades 
locales menores. 
Yo creo personalmente (y trataré de llevar este 

criterio, en la medida en que sea posible, a la 
Ley) que las entidades locales menores, las que 
fueron o están a punto de dejar de ser munici- 
pios propios por razón de la dcspoblación relati- 
va o absoluta que se pueda experimentar, y por 
la imposibilidad técnica de constituir servicios, 
no deben desaparecer como realidad social, hu- 
mana y política. Es más, yo diría que, de alguna 
manera, han de ser protegidas, porque consti- 
tuyen una parte de nuestro patrimonio histórico 
y sociol&gico. 

Igualmente, las que podríamos llamar entida- 
des supramunicipales. Por una parte, las munici- 
palidades comarcales resultantes de las agrupa- 
ciones de municipios. En los estudios técnicos 
que operan en nuestro poder en nlación con 
este proyecto de ley sc apuntan dos fórmulas de 
solución: una de ellas es la de las agnipaciones 
voluntarias de municipios -en la que todos los 
técnicos csián de acuerdo y que requerirá deter- 
minados condicionamientos- que de hecho se 
están produciendo de dos maneras: o bien me- 
diante la transformación de algunos de los que 
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fueron municipios en entidades locales menores 
o mediante la constitución de servicios comunes, 
incluso administrativos, en las municipalidades 
comarcales, cosa que está dando bastante buen 
resultado según nuestra experiencia. 

Pero se ha estudiado, se ha considerado tam- 
bién, si sería oportuno que la ley abriera paso 
para una agrupación forzosa de municipios en 
determinadas condiciones de población y en de- 
terminadas condiciones de estructura urbana, 
humana y sociológica. 
Yo puedo adelantar, a título de criterio exclu- 

sivamente personal (al final será el Parlamento 
quien tenga la última palabra), que yo, en prin- 
cipio, no soy partidario de las agrupaciones for- 
zosas de municipios. Sí soy partidario de que por 
medio de sus recursos la Administración del Es- 
tado (y entiendo que el Estado no es sólo Admi- 
nistración central, sino que el Estado son tam- 
bién los otros poderes: comunidades autónomas, 
diputaciones provinciales, etc.) estimule, desde 
los poderes del Estado, las agrupaciones volunta- 
rias de municipios. 

Otro de los puntos es el referente a las munici- 
palidades metropolitanas. Esta es una cuestión 
que se plantea como una cuestión práctica de 
primer orden, en lo que, con este barbarismo 
importado del inglQ, se pueden llamar las gran- 
des conurbaciones; grandes conurbaciones que 
ya de hecho existen en las metrópolis, en las 
grandes ciudades de Madrid y Barcelona, pero 
que también existen en Bilbao, Valencia, Sevilla, 
etc. Evidentemente, estas municipalidades me- 
tropolitanas tienen que tener una especie de aco- 
gida en la ley, sin pérdida de la personalidad y 
de la autonomía política y administrativa de los 
municipios que formen parte de ellas. 
Las fórmulas que están en consideración son 

varias, pero es evidente que a ninguna corpora- 
ción de una gran ciudad se le pueden plantear 
problemas como los del transporte o los de las 
escuelas, o los problemas de los espacios verdes 
y otros muchos que no es cuestión de enumerar 
ahora, sin que dentro de la misma ordenación, 
con un criterio homogéneo, estén comprendidas 
otras entidades municipales qjenas a la gran ciu- 
dad. 

Por último, están las mancomunidades muni- 
cipales, sobre lo que hay una mayor tradición en 
nuestra legislación, incluso una mayor experien- 
cia. 
Yo no voy a entrar en los detalles, pero es ob- 

via la complejidad del tema de las Diputaciones 
como corporaciones locales, bejo este concepto 
que resulta, yo diría, novedoso en nuestra con- 
cepción política y que cs muy importante, a mi 
modo de ver, en la Constitución, que es la con- 
cepción de la provincia como agrupación de 
municipios con sus consiguientes repercusiones 
sobre la Diputación como órgano de gobierno de 
una agrupación de municipios. 

Evidentemente, recogiendo toda la realidad 
política y toda la realidad histórica de nuestro 
país, habrá unas diputaciones de régimen co- 
mún, que serán la mayor parte de ellas en cuan- 
tía puramente numérica; existirá también el pro- 
blema de los Cabildos y Consejos insulares con 
las organizaciones interinsulares (que en un caso 
tienen un carácter político, como evidentemente 
tiene ya el Consejo General Interinsular de Ba- 
leares y como está llamada a tener la Junta de 
Canarias, pero independientemente de eso hay 
unas mancomunidades de Cabildos en las islas 
Canarias que algunas funciones de servicio pú- 
blico van a tener); y luego estarán las diputacio- 
nes de dgimen especial, de dgimen histórico, 
las diputaciones forales que tienen una legisla- 
ción propia, que es propósito de los principios 
que inspiran la ley mantener en todo caso. 

Al hablar de las finanzas municipales y de la 
autonomía financiera, yo sí queda brevemente 
señalar unas cuantas cosas. En primer lugar, los 
impuestos propios o cedidos que serán contem- 
plados en el Último de los libros de la Ley de Ré- 
Bimen Local, que tratará de las haciendas locales 
y que estará a su vez coordinado con el proyecto 
de ley de financiación de las comunidades autó- 
nomas, de próxima entrada en esta Cámara. Hay 
una relación de interdependencia entre los dos 
proyectos y en buena parte ambos han sido ela- 
borados con asistencias técnicas análogas. Hablo 
de los impuestos propios y de la base impositiva. 

Si queremos ir a tener de verdad una autono- 
mía municipal o una autonomía de las corpora- 
ciones locales, entonces es preciso que haya una 
autonomía financiera de estas corporaciones, lo 
que no quiere decir que los ayuntamientos por sí 
solos, en el capítulo de los ingresos, deban reca- 
bar la totalidad de los ingresos que van a nutrir 
su presupuesto; esto es obvio, porque los muni- 
cipios ya tienen, en una pequeña medida, una 
participación en los impuestos del Estado, que 
es, por otra parte, una forma de distribución, 
aunque sea elemental y mínima, con la que se 
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puede proyectar el principio de solidaridad que 
tanto reitera nuestra Constitución. 

Ahora, si quiere decir que han de tener una 
autonom'a en el gasto, autonomía en el gasto 
con todos los controles que implica el carácter 
representativo de la propia corporación munici- 
pai, con el control del gasto que representa la 
publicidad de los presupuestos y la publicidad 
del propio gasto, y con el control del gasto que 
representa, en Última instancia, la acción del 
Tribunal de Cuentas, cuya organización depen- 
de de este Parlamento; Tribunal de Cuentas que 
será, en definitiva, el que acabe ejerciendo de al- 
guna manera el control final de la ejecución de 

Pero es absolutamente evidente, al mismo 
tiempo, que hay una clara insuficiencia en la do- 
tación de los capítulos de ingresos de las corpo- 
raciones locales, acerca de lo cual me voy a ex- 
tender con permiso de SS. SS. unos minutos. Yo 
diría que esta situación crítica de las haciendas 
locales viene determinada por un doble proc«io; 
uno, de tipo social, y otro, de tipo eamórnico. El 
proceso de tipo social es la constante presión de 
una mayor demanda de servicios que por parte 
de la población sc ejerce sobre todas las corpora- 
ciones de carácter público. De tipo social tam- 
bién es el resultado, las consccuencirrs de un mo- 
vimiento de emigración, de una serie de movi- 
mientos y migraciones interiores con cambios de 
población, con la redistribución de la población 
en nuestro pais que ha tenido un carácter por 
una parte esporádico y por otra anárquico, que 
ha dado como multado una nueva distribución 
del mapa de población en nuestro país. 

Pero al mismo tiempo, en el período del Últi- 
mo quinquenio, se han producido dos procesos 
de tipo económico. Uno de éstos ha sido el pro- 
ceso de inflación, que ha determinado que al 
cabo de cinco años unos ingresos municipales 
procedentes -me refiero a los ingresos directos- 
de unos impuestos cuyo cálculo, tanto de la bese 
impositiva como del volumen del impuesto que 
sobre esa base impositiva se produce, ha estado 
rígidamente cristalizado, mientras que, efectiva- 
mente, se producía una inflación que deteriora- 
ba el valor de esos i m  en casi un 50 par 
ciento. Al mismo tiempo se ha ido produciendo, 
como era inevitable en estas condiciona tconó- 
micas generales, un encarecimiento progresivo 
de los costos de personal y de conservación de 
los municipios, de tal manera que el 75 por 

los presupuestos. 

ciento a nivel giobd nacional de los gastos de los 
municipios esth destinado (hablo, por ejemplo, 
del año 1978) a gastos de personal y de conser- 
vación; qucúando, por tanto, enormemente mer- 
madas, y en muchos casos reducidas a la nada, 
las posibilidades de gastos de inversión, hasta tal 
punto que la mayor parte de los municipios no 
han podido afrontar los programas de urbanismo 
de carácter obligatorio y algunos, como los gran- 
des municipios de Madrid y Barcelona, con ob- 
jeto de abordar esos programas de urbanismo, 
han tenido que acudir a la emisión de deuda, 
acudiendo, por tanto, al empréstito directo, y al- 
gún otro municipio a la venta de una parte de 
sus activos. 
Yo diría, además, que todo ese proceso ha ido 

acompañado de una debilitación efectiva de as- 
pectos de la gestión municipal; lo cual se ha 
proyectado, sobre todo, más que en el orden de 
los impuestos, en el orden de las tasas. 

En los baiances o estados de cuentas de los 
Ayuntamientos, de los que tenemos constancia, 
aparecen unas partidas de deudores por tasas o 
por impuestos que, reaimente, son unos deudo- 
res de muy difícil, por no decir utópica o impo- 
sible, ejecución. Esto da lugar a que, a partir del 
año 1975, sc produzcan situaciones criticas, 
cuyas consecuencias llegan hasta nuestros días, y 
a las que yo diría que, en cierto modo, no se ha 
dado nunca una respuesta giobai, una respuesta 
profunda, quizá porque no se estaba en mdi- 
ciones de haccrlo con la estructura municipal y 
con la distorsión política que representaban unas 
determinadas estructuras políticas municipales y 
provinciaies heruiadas, frente a unas estructuras 
políticas de Estado, de Parlamento, de represcn- 
tación nacional, que tenían el carácter democrá- 
tico de las nuestras. 

Referente a estos que se han llamado presu- 
puestos de liquidación de deudas municipales, el 
presidente de una de las grandes corporaciones 
municipales espaííolas me decía irónicamente 
que C1 los calificaría más de presupuestos de co- 
nocimiento de deudas, que de presupucsto de li- 
quidación de deudas, punto en el que, aunque se 
trate de un cconomista y yo no lo sea, no estoy 
estrictamente de acuerdo con él, por razones que 
no hacen al caso el detenemos ahora en una di- 
gresión. 

Rimero, el Ayuntamiento de Barcelona se 
dota de un prcsupucsto extraordinario de más de 
1O.OOO millones de pesetas para la liquidación 

- 8 -  



de deudas y la cobertura del presupuesto de ur- 
banismo correspondiente al ejercicio de 1974. 
Después viene el Real Decreto-ley de junio de 
1976, que ccntempla los casos de los llamados 
«siete grandes», de los siete ayuntamientos de 
mayor población de España, y que los dota de 
un crédito de 5.000 millones de pesetas. En el 
año 1977 hay, primero, una operación de crédi- 
to de este mismo carácter de 22.000 millones de 
pesetas que, más tarde, en el año 1978 es am- 
pliada a 28.000 millones de pesetas. Se autoriza 
a los Ayuntamientos de Madrid y Barcelona a 
incluir en dicha operación los d6ficits que ha- 
bían tenido en la explotación de los transportes 
urbanos que estaban a su cargo. De todas mane- 
ras, tenemos que las actividades inversoras en re- 
lación con el urbanismo quedan sumamente li- 
mitadas, cuando no totalmente frenadas, en sus 
posibilidades de realización por los ayunta- 
mientos. 

Se arbitran unas fórmulas para acudir no al 
Banco de Créáito Local, sino al crédito, por 
ejemplo, con otros sistemas de ahorro, como po- 
drían ser los de las Cajas de Ahorros. Realmente, 
los resultados no han sido para entusiasmar a 
nadie, porque ocurre, primero, que se ha acudi- 
do a ellas en pocas ocasiones; segundo, que se 
trata probablemente de un dinero caro, y, en Ú1- 
timo término, que son créditos, digamos, que no 
van acompañados de la secreta esperanza que los 
gestores de las finanzas municipales tienen de 
que, al fin y al cabo, algún día los endeudamien- 
tos con el Banco de Crédito Local acaben, de 
una manera u otra, siendo asumidos por el Es- 
tado. 
De hecho, ya en este año 1979 hay una parti- 

da de 7.000 millones de pesetas destinada a en- 
jugar intereses y amortizaciones en relación con 
esos presupuestos especiales de liquidación de 
deudas, cantidad que, probablemente, yo me 
atrevería a decir que no alcanza de una manera 
suficiente al conjunto de deudas. Porque deudas 
son las cantidades que se deben y que están ven- 
cidas, y deudas no son el crédito que se tenga a 
plazos mayores poseyendo unos activos cuantio- 
sos como tienen las corporaciones municipales, 
nuestras ciudades y nuestros pueblos, que proba- 
blemente no alcanzar& puesto que nuestras 
previsiones son que el conjunto de anualidades, 
de amortizaciones y de intereses en el año 79 
son algo superiores a los 7.000 millones de pe- 
setas. 

Por fin, el Dccreto-ley de 26 de enero de este 
año 1979 permite autorizar a concertar opera- 
ciones de crédito con el Banco de Crédito Local 
de España hasta otros 23.000 millones de pese- 
tas. Estos 23.000 millones de pesetas práctica- 
mente han sido ya distribuidos por el Banco de 
Crédito Local, y se puede decir que en su con- 
junto cubren hasta el 37,6 por ciento de los pro- 
blemas pendientes. De ahí se daban, digamos, 
las insistentes peticiones por parte de las corpo- 
raciones municipales con un ensanchamiento de 
los techos o de las dotaciones del Banco de Cré- 
dito Local de España, con posible destino a cré- 
ditos a las corporaciones municipales. 

Hay que tener en cuenta que los presupuestos 
de liquidación de deudas de los Ayuntamientos, 
a diciembre de 1979, en el coqjunto nacional, 
pareció, en algún momento, que alcanzaban la 
cifra de 61 .O00 millones de pesetas, y después de 
la intervención de las delegaciones de Hacienda, 
las cifras ya conformadas por dichas delegacio- 
nes son 58.000 millones de pesetas. Esto está en 
la prehistoria de esa parte del debate presupues- 
tario al que tuvieron oportunidad de asistir, jun- 
to con nuestros compañeros, los señores Diputa- 
dos aquí presentes, e igualmente yo mismo, y 
que determinó una autorización al Gobierno 
para elevar hasta 60.000 millones de pesetas la 
cuantía de la dotación del Banco de Crédito Lo- 
cal de España en el ejercicio de 1979; dotación 
que, ciertamente, en la medida en que el Gobier- 
no vaya haciendo uso de esa autorización de las 
Cortes, cubriéndola por el sistema que sea, hay 
que subrayar la importancia que tiene que una 
gran parte, más de la mitad de esa dotación, co- 
rresponderá su ejecución al segundo semestre, 
puesto que el anterior ya ha sido agotado. 

Pero todos éstos son los distintos parches que 
se han ido poniendo a una situación cuya expli- 
cación a mí me parece que es bastante lógica, y a 
cuyas razones históricas, económicas y socioló- 
gicas he apuntado, lo cual pone de relieve, una 
vez más, que es el conjunto de 1% finanzas mu- 
nicipales el que hay que cimentar sobre un pie 
d ido ,  si se quiere que, efectivamente, haya una 
autonomía municipal. A esto se dirigirá consi- 
guientemente la Ley de R¿gimen Local en la 
sección dedicada a las haciendas localcs, pero, al 
mismo tiempo, estamos estudiando la posibili- 
dad de alguna fórmula normativa de la jerarquía 
procedente que contribuya a un primer intento 
de consolidación de las haciendas municipales, 
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pero siempre sobre la base de que esto represen- 
tará, efectivamente, un incremento de impues- 
tos. Entendemos que es precisa la elevación de la 
base impositiva de 1% contribución urbana, de la 
contribución rústica, de los rendimientos de las 
profesiones liberaleg y pteriormente, también, 
del impuesto de radicación. 

Es evidente que todo incremento de impuestos 
es enormemente impopular, pero no hay otro 
sistema para ofrecer mejores servicios, y no digo 
ya mejores servicios, sino servicios suficientes al 
nivel del decoro a que nuestras poblaciones tie- 
nen derecho, sin unas mayores exacciones tribu- 
tarias en este punto del régimen local. Yo creo 
que aquí corresponderá a los partidos políticos, 
a los Ayuntamientos y al Gobierno mismo una 
operación general de explicación de estas insufi- 
ciencias, que son insuficiencias estructurales, y 
que no se pueden, digamos, remediar, porque 
además, podían dar lugar a situaciones de agra- 
vio comparativo justificado y a situaciones de 
injusticia, sólo mediante una redistribución de 
los Presupuestos del Estado, incrementando la 
participación de los entes locales en los impues- 
tos generales del Estado. 
No quiero decir con esto que no contemple- 

mos, no ya para este ejercicio de 1979, puesto 
que se ha aprobado ya la Ley de Presupuestos en 
esta Cámara, sino de UM forma estructural, un 
incremento de la participación porcentual de las 
corporaciones locales en los impuestos generales 
del Estado, pero son los impuestos de las corpo- 
raciones locales los primeros que, de alguna ma- 
nera, se tienen que poner al día. 

Ya por lo que hace a la Administración Local, 
y quizá he sido más largo de lo que yo mismo 
me había propuesto, no voy a extenderme en 
más puntos, sino en aquellas otras cuestiones 
que los señores Diputados tengan a bien plan- 
tearme. 

El otro aspacto de nuestro Ministerio es el de 
las comunidades autónomas y, a los efectos de la 
realidad actual, los entes preautonómicos. En 
este punto, digamos, nos encontramos, como los 
señores Diputados saben, ante una situación de- 
rivada de un proceso de preautonomía que se 
desarrolla, paralelamente a la formulación de la 
Constitución, a lo largo de una serie de Reales 
Decretos-Leyes, que van creando distintos entes 
preautonómicos. 

El proceso ha sido enormemente diverso. 
Cada uno de estos Reales Decretos-Leyes, que 

dan lugar a la creación de un ente preautonómi- 
co, ha sido objeto de distintas negociaciones, fue 
tramitado a través de diferentes negociaciones 
políticas tan heterogéneas, como corresponde a 
la diversa realidad de los pueblos de España, y 
con ánimo de llegar, por la vía de los hechos, B 
una cierta aproximación, a un principio de apro- 
ximación, a lo que será la realidad de las comu- 
nidades autónomas que luego, más tarde, queda- 
ron definidas en la Constitución. Ahora mismo 
hay un número de entes preautonómicos de na- 
turaleza más o menos homogénea, de estructura 
diversa y de una situación muy diferente en 
cuanto al punto capital que les da vida y les da 
sentido, que es el de la adquisición o de la asun- 
ción, por parte de estos entes preautonómicos, 
de determinadas competencias políticas, que les 
son transferidas por el Estado. 

En nuestro criterio no estamos, y no debemos 
estar, ante un problema de descentralización ad- 
ministrativa, sino que tenemos que enfrentamos 
en la realización de este proceso de transferen- 
cias, como más tarde en la consolidación del sis- 
tema de las comunidades autónomas, con un 
problema real, con una temática real de una dis- 
tribución del poder político. 
La situación actual yo la describiría, de una 

manera digamos sistemática en general, de la si- 
guiente forma: 

Hay regirnenes de preautonomía que han reci- 
bido unas ciertas transferencias que están en 
proceso de ejecución, yo diría que, en general, 
de una manera insatisfactoria para los que las 
ejecutan y también insatisfactoria para nosotros, 
pero yo diría que sin grave deterioro del servicio 
público, puesto que el simple hecho de la proxi- 
midad del poder decisorio al administrado com- 
pensa de algunas deficiencias que no son achaca- 
bles a esos órganos -yo me atrevería a decir que, 
incluso, tampoco son achacables a la Adminis- 
tración Central del Estad+; éste es el caso de la 
Generalidad de Cataluña, del Consejo General 
del País Vasco y, posteriormente también, pero 
con un cierto alcance, del Consejo General del 
País Valenciano, de la Diputación General de 
Aragón y de la Junta de Galicia. 

Otros entes prcautonómicos tienen próximo 
el proceso de ejecución, y esto dará lugar a 
un cierto debate político y a un proceso de rea 
juste que en estos días estamos tratando de 
solventar corno son algunos de los mencio 
nados en relación con otros campos de com 
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petencias y también la Junta de Andalucía. 
Hay otras comunidades, otros regímenes 

preautonómicos en los que las Comisiones de 
transferencias han realizado algunos trabajos, 
pero están solamente a nivel previo, e, incluso, 
por último, hay otros en los que las Comisiones 
mixtas de transferencias ni siquiera se han cons- 
tituido. 

Hemos iniciado en estos Últimos días, como 
habrán visto -incluso a011 protagonistas algunos 
SeAotes Dipu-, u11 proceso acelerado de 
contactos con los órganos responsables de los re- 
gímenes preautdmicos, a partir de la renova- 
ción que éstos experimentaron, que tenía su fe- 
cha límite en el día 10 de junio, y como conse- 
cucllcia de ea08 contactos htmos iniciado, de 
una manera progresiva, una agilización y una 
aceleración del proctso de trabajo de las &mi- 
siones mixtas de transfenacias. Ayer se reunió, 
0011 unos resuítirdos que yo considero, juato con 
mis colaboradores, en principio satisfactarios, la 
Comisión mixta de transferencias entre la Admi- 
nisiración del Estado y el Consejo General inte- 
rinsular de las islas Baleares, en la que se apro- 
baron los mandatos de mociación, se conati- 
tuyeran los grupos de trabajo y esperamos que, 
en plazo de un mcs, urta nueva reunión de esta 
Comisiián mixta de transferencias dé lugar a que 
se logm acuedos efectivos sobre tranafmncias 
en determinadas materias al Consejo General de 
las islas Baleares. De esta manera nos propone- 
mos, antes de la finalización del mes de juiio, 
haber puesto en plena actividad de funciona- 
miento a los grupos de trabi$o, llamados grupos 
horizontales, de todas las Comisiones mixtas de 
transferencias, con objeto de que en el próximo 
mes pueda realizarse una ampliación sustancial 
del proceso de tcansferencia de competencia a 
los regímenes prcautonómicos. Por una parte se 
acuerdan los decretos por los que se hace la 
transferencia de facuitades y, por otra parte, se 
elaboran -esto resulta mucho más enojoso y más 
insatisfactorio, tanto para los que hacen las 
transferencias como para los que las reciben- los 
anexos compondientes de los medios de traba- 
jo, y se entiende que son medios económicos y 
de los funcionarios que van a atender esos ser- 
vicios. 

En este punto hay que decir que nos encontra- 
mos con la escasez de los recursos. Hablo de es- 
casez de los recursos humanos, aconómicos y 
presupucstguios. Efectivamente, por mencionar 

unos datos, a título indicativo, en materia de 
agricuttura, en la provincia de k m l a n a  han 
pasado a prestar sus servicios en la Generalidad 

puestos vacantes; en Tamgcma, cincuenta y un 
funcionarios, con veinticinco puestos vacantes, 
etc. En materia, por ejemplo, Q ugbanismo, 
cuarenta y siete pcmmas y catorce puestos va- 
cantes, en el c880 de Barcelona. Por sefldar otros 
casos, en ~~&~MPOI%CS y oomunicaciones, en la 
provincia de GuipÚzcoa, nueve funcionarios, 
con cuatro puestos vaantm y, en comercio y tu- 
rismo, en Vizcaya, veinticinco funcionarios y 
dos puesta vacantes. En conjunto, están adole- 
ciendo, aparentemente, las transfercncias, dede 
el punto de vista de la adscripción de funciona- 
rios, de un d¿ficit, pero hay que saber que ese 
déficit existía también em la Administración 
Central, y que, además, al no transferirse la tota- 
lidad de las funciones de algunas de las delega- 
ciones ministeriales, sino parte de ellas, ha de 
producirse un reqjuste en los trabajos de los fun- 
cionarios en cuestión. 

En punto a locales y a áotaciones econhicas 
tampoco las situaciones, de hecho, son satishc- 
torias. Estamos intentando poner algunos me- 
dios, que comprende~ un inventario de locales 
o bienes del Estado, en el Ambito gcogr&ico de 
los regímenes preautonómicos, con objeto de e8- 
tudiar su posible adscripción. Para hacer un re- 
sumen general de los medios transferidos ohce- 
ría la siguiente estadística: los puestos de trabajo 
trandkrida a las Comunidades Autbnomas han 
sido dos mil ciento once, de los cuales hay cua- 
trocientos veinticinco qirc están vacantes; las do- 
taciones presupuestarias son seflaladamente cor- 
tas: setenta millones de pesetas; los bienes del 
Estado cuyo u80 ha sido cedido a los entes 
prcautonómicos comprenden setecientas h d -  
reas, y las superficies de locales del Estado, inde- 
pendientemente de los que han aportado las 
Diputaciones, están en este momento en la cifia 
de treinta y dos mil metros cuadrados. 

Se trata dc u n a  elementos, yo diría que cor- 
tos, de un proceso que esta soiamcnte inwacb, y 
ante el que nadie, y menos que nadie el Ministe- 
rio al que está encomendada la gestión de todas 
estas operaciones de transferencia, puede sentir- 
se satisfecho. Pero nosotros, por medio de esta 
aceleración de nuestras relaciones coll las Comi- 
siones de transferencias, cuyo punto de arranque 
tenía que ser, necesariamente, el 10 de junio, 

treinta y seis funciñnarias, pero hay diecinueve 
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queremos agilizar este proceso, de modo que nos 
enfrentemos con la recta final del año 1979 y 
con el principio de 1980 con unos regímenes de 
autonomía de los que podamos decir con cierta 
firmeza, con cierta convicción -yo diría que con 
una convicción profunda, puesto que se trata de 
un proceso que por sí mismo es irreversible+, 
que están sentando las bases estructurales de 
algo que ha de venir desde un campo más estric- 
tamente político que el administrativo y técnico 
en que nosotros nos movemos: del campo de las 
autonomías del Estado español, que está llama- 
do a realizar este Parlamento, de acuerdo con los 
mandatos constitucionales. 

Me he extendido más de lo que yo mismo ha- 
bría previsto, pero con esto quizá he tenido 
oportunidad de ofrecer algunos elementos de in- 
formación que pueden servir no sólo para la 
ilustración de SS. SS., sino para la formación 
concreta -sobre la base de estos datos y otros 
muchos que estaré en condiciones de ofrecer- de 
los criterios políticos que los señores Diputados 
de los distintos Grupos Parlamentarios puedan 
mantener sobre estos problemas. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Ministro. Tenemos ahora veinte minutos 
que vamos a dividir en dos partes si les parece a 
SS. SS. En los diez primeros minutos la Mesa 
será receptora de las preguntas que formulen SS. 
SS. o los protavoces, según se acuerde por los di- 
ferentes Grupos Parlamentarios. En los otros 
diez minutos la Mesa con el Ministro y su equi- 
po ordenará las preguntas para proceder luego a 
hacer las oportunas contestaciones sobre esas 
mismas preguntas o sobre otro mecanismo que 
podamos también plantear a partir de csos vein- 
te minutos que daremos de reccso. Se suspende- 
rá la sesión por veinte minutos; en los diez pri- 
meros minutos recibiremos las preguntas. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Señor 
Presidente, nosotros quisiéramos que no se rom- 
piera la costumbre que ha existido siempre en 
estas sesiones informativas de que las preguntas 
se hiciesen oralmente sin necesidad de pasarlas 
primeramente por escrito, si bien sí que hubiese 
esta interrupción de quince o veinte minutos 
para que los Grupos Parlamentarios preparasen 
las preguntas. Creernos que el sistema de presen- 
tar las preguntas previamente por escrito rompe 
un poco la viveza del propio debate y, por consi- 

' 

guiente, nosotros proponemos a la Mesa que se 
adopte el sistema clásico o consuetudinario en 
esta Cámara en las Comisiones. 

El señor PRESIDENTE En principio creo 
que no hay excesivo inconveniente en el tema, 
pero pienso que ésa no es una costumbre que 
haya marcado una regia absoluta, porque tengo 
entendido que ha habido otras Comisiones en las 
cuales sí se han formulado preguntas por escrito. 
Esto sólo tiene por objeto intentar racionalizar 
las respuestas, hacer una respuesta en bloque y 
conseguir una economía de tiempo. 
De todas formas pregunto al Ministro si tiene 

algún inconveniente en que hagamos un plan- 
teamiento abierto como es el que propone el se- 
ñor Sanjuán, aunque yo sí que sería partidario, 
por esto de la econonía de tiempo, de una res- 
puesta más racionalizada y en bloque, porque es 
más eficaz, ya que luego abriremos un turno de 
réplica y de participación abierta en el cual sí 
habrá esa viveza que el Diputado señor Sanjdn 
quiere. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Si se 
abre posteriormente un turno de rectificación, 
con posibilidad de preguntas, de acuerdo. 

El señor PRESIDENTE: Podemos conceder 
media hora. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Quiero 
decir, con permiso del Presidente, que por mi 
parte como Ministro vale todo, puesto que no 
considero que ninguna pregunta sea en principio 
ilegítima; además como suelo decir a los perio- 
distas que ninguna pregunta es indiscreta, lo que 
puede ser indiscreta es la respuesta, y ésa corre 
de mi cuenta. 
De todas maneras, lo que sí quisiera sabcr es 

cuáles son las normas del debate; si las preguntas 
se desarrollan en un tiempo pasado y si fuera 
posible que hubiera una agrupación de pregun- 
tas por parte de los Grupos Parlamentarios por- 
que con eso ganariamos tiempo. De todas formas 
no tengo otra cosa que hacer que atender la se- 
sión informativa de la Comisión durante el tiem- 
po que ésta estime procedente. 

El señor PRESIDENTE: Por consiguiente, po- 
dríamos buscar una fórmula ecléctica: aquellos 
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grupos que quieran presentar preguntas por es- 
crito, que lo hagan en los quince primeros minu- 
tos de estos veinte o treinta que se concedan. 
Esto sería, señor sanjuan, una solución ecléctica. 
¿Les parecc bien media hora? (Asentimiento.) 

Así pues, será media hora. Durante el primer 
cuarto de hora, los seflores Diputados y grupos 
parlamentarios que quieran formular preguntas 
por escrito, que las formulen. Esto no quita para 
que después se puedan dar en todo momento las 
contestaciones oportunas en un debate abierto, 
de acuerdo con la espontaneidad de la misma di- 
námica del acto. 

Se suspende la sesión. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE Como recuerdan us- 
tedes, hemos establecido un sistema mixto, en el 
sentido de que ha habido una serie de preguntas 
que se han formulado por escrita. Hemos sido 
absolutamente flexibles en cuanto al plazo, dado 
que ahora mismo, ya sentados los componentes 
de la Mesa, hemos recibido algunas. Tambitn 
hemos dicho que eso no era óbice para que se 
pudieran formular algunas preguntas odmente 
y en este momento. Para poder establecer una 
tasa de tiempo y mantenemos dentro de unas 
coordenadas normales tambiCn en este tiempo, 
yo preguntaría a SS.SS. quiénes desean hacer uso 
de la palabra para acogerse a ese tipo de inter- 
vención oral. No quiere decir que los que hayan 
formulado preguntas por escrito no puedan lue- 
go, en el turno que demos a los Grupos Parla- 
mentarios, hacer alguna réplica o alguna matiza- 
ción. Ahora no tienen que levantar la mano los 
que han formulado preguntas por escrito, sino 
los que no habitndolas presentado quieran, sin 
embargo, defender alguna pregunta oralmente. 

LQuiCnes de SS.SS. desean intervenir? (Pausa.) 
Hay cuatro señores Diputados del Grupo Socia- 
lista del Congreso. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Quisie- 
ra preguntar a la Presidencia qué tiempo se va a 
determinar para preguntas orales. 

El señor PRESIDENTE Esto quería decir. Yo 
propondría que se reparta el tiempo el Grupo 
Socialista hasta un tiempo máximo de 30 minu- 
tos. Estas cuatro intervenciones tendrán un 

tiempo máximo, todas ellas, de media hora. Hay 
que distribuir este tiempo entre los cuatro inter- 
pelantes. 

Entiendo que si alguna de las preguntas que se 
va a formular ahora oralmente pudiera, de aigu- 
na manera, coincidir con las que hubieran for- 
mulado otros Diputados por escrito, conviene 
oir primero las preguntas orales por si hubiera 
ocasión de globalizar las respuestas. 

Tiene la palabra el señor Diputado que uste- 
des deseen del Gnipo Socialista. 

El señor DIPUTADO: La pregunta concreta 
al señor Ministro es sobre el tema de las transfe- 
rencias. Son dos preguntas muy breves sobre este 
tema. El señor Ministro se ha referido con cierta 
amplitud al tema de las Comisiones mixtas y 
dentro de ello, el señor Ministro piensa que en la 
nueva etapa que nos ha señalado aquí es posible 
llegar a unos calendarios concretos en las nego- 
ciaciones y, especialmente, en donde hay ya 
mandatos negociados de transferencias, como es 
el caso de la Xunta de Gaiicia. 

En segundo lugar, en relación a esos criterios 
de ese mandato transferido, las prioridades de las 
transferencias negociadas, señor Ministro, 
¿quién las establece? ¿la propia Comisión Mixta? 
¿El órgano de gobierno preautonómico? ¿La re- 
presentación de la Comisión? ¿La Administra- 
ción Central? 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Primer 
tema: Las transferencias de las Comisiones Mix- 
tas, una nueva etapa, calendarios concretos. 

Para las Comisiones Mixtas hemos establecido 
un calendario según el cual en los próximos me- 
ses de junio y julio se reunirán dichas Comisio- 
nes. Probablemente la Comisión Mixta de la 
Xunta de Galicia y la Administración Central se 
reunirán, faltando la conformidad de la otra par- 
te, posiblemente el día 25 de Junio, el próximo 
lunes. Será la Comisión de Galicia u otra que 
estC en un estadio de desarrollo semejante. 

Los calendarios respecto de aquellas materias 
de transferencia sobre las que hay mandato de 
negociación y que sean materias que están reco- 
gidas en el -‘culo 148 de la Constitución, no se 
van a rebasar, en ningún caso, en el estadio 
preautonómico; es decir, las competencias que 
pueden asumir las comunidades autónomas 
cuando estén constituidas, depende del orden 
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concicts c m  que st vayan desenrniañdo las 
transferencias y de los acuerdos a que se vaya 
llegando entre las representaciones del ente 
preautonómico en la Comisión mixta y los De- 
parfamatos miaistcrialca. Hasta ahora, el siste- 
ma que sc ha seguido, lo sabcn los señores Dipu- 
tados, cs que han operado, como modelo inicial 
para la articulación de mandatos de negocia- 
ción y de las sucesivas transferencias, los acuer- 
áos a que se había 1I@o en el caso de la Gene- 
raiidad dc CaWuíia y se han producido diversas 
aplicaciones a este esquema. 
Ya diría que el calendario concreto, en el caso 

de la Xanta de Gaficia, sería el 2 de julio, que es 
ciwndaksedntranstmdas aipmias mpetm- 
cias. Las dcchas para las siguientes, si se obtiene 
8 C d  entre km Bnrpas de tmttqio y los centros 
de Ahkis ima 'ón Central, poárán hacerse antes 
de final & año; u áacir, todrs aqittllas en que 
hoya mandato de negociación y estén conformes. 

Las pFioridodes m cl crittrio que IKwom6 
qutniess 8pliear coll las nuevas Comisiones 
mixtas vendrán detenninadas por el plantea- 
miento que se haga m el seno & la Comisión 
mixta. Cuma en él están pnsentes por una u 
otnr h u l a  de dclcgaei&l tos Departam«itos 
in t c rcdw m tas tnmsfhneias, creemos que ci 
c d u h r i o  intenchd 4Bdepmdimtcmentc del 
deWk de fecha+, sal&$ de las reunioacs ck la 
Codsión mixta como así ha ocumdo en el caso 
de Io reunión de la Comisión mixta con el Con- 
SCJO httcr idrv de Baleares. - Que los rcpm3cntnntes del mte 
preautmbicu tll la comisiba mixta, tienen 
nmdato suficiente del órgano de gobierno que 
es, en Mmtiva ,  d que los ha designado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
s e k r  Navarro Estcvan. 

El scílor NAVARRO ESTEVAN: Señor Mi- 
nistro, solamente d o ~  preguntas. 
EL s e b r  Ministro sc bo referido en su exposi- 

ción a los principios gcncraies con que se piensa 
abordar esa problemática de agrupación de mu- 
nicipios, voluntaria, forma, ctc., pero no ha he- 
cho mención a la posibilidad CII caso realizarla, 
de -ón de términos municipales, incluso 
de determinación de nueva capitalidad en aque- 
llos municipios cuyo desarrollo así lo aconseje. 
Ambas cuestiones estan planteando problemas 
graves en algunas provincias españolas. 

De otra parte, quería también preeuntarie si el 
Gobierno piensa o no mantener los términos res- 
trictivos, incluso regresivos, del Decreto 2.704, 
de 27 dc octubre de 1978, por el que se regula el 
procedimiento de ejecución de transfmcias de 
las Diputaciones a los órganos preautonómicos. 
Digo m i v o  y restrictivo en cuanto que algu- 
nos d e s  decretos-leyes de constitución de entes 
preautonómicos determinaban, entre las faculta- 
des de los mismos, la de integrar y coordinar 
funciones y actuaciones de las Diputaciones, en 
cuanto aktaran a los interesa generales de la 
región o nacionalidad correspondiente. Sin em- 
bargo, el Decreto de rderencia determina un 
procedimiento de ejecución que supone un paso 
atrás respecto a estas funciones importantísimas 
de los a t e s  preautonómicos. 

Concretamente, ¿piensa el Gobierno mantener 
los ténimios de este Demto que interpreta de 
manera restrictiva, incluso atenta contra la letra 
y el espiritu de e508 decretos de constitución de 
entes preautonómicos? 

El s e f i ~ r  MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRiTORIAL (Fontán Ptrez): Primera 
pregunta, m i ó n  de municipios y nueva ca- 
pitnlidad de municipios. 

El tema de la scgrqación está previsto en pa- 
ralelo con el tema de la agrupación de munici- 
pios. En muchos de estos CILS~S +parte de la in- 
tervención que, probablemente, en la ley tendrá 
un d t e r  preceptivo de la Diputación corres- 
pondiente, también seguirá siendo preceptivo el 
dictamen previo del Consejo de Estado. Pero 
tanto un proceso como otro ha de ser contem- 
plado por la ley, aunque no sé exactamente en 
este momento en cuál de sus capítulos, y de ahí, 
mi respuesta claramente sería sí. 
Respecto del famoso Decreto 2.704, al que ya 

he tenido que hacer una amplia referencia en la 
otra Cámara, como sabe el señor Navarro Este- 
van, entendemos que es un Decreto de dcsarro- 
110 en el que sc establecen las modalidades para 
la ejecución de esas funciones que, por ejemplo, 
en el caso de la Junta de Andalucía están en el 
artículo 8.' b) del Real Decreto-ky. Entendemos 
que tanto en ese Real Decreto-ley, como en el 
Decreto de desarrollo, que es el 832178, se habla 
de que se ha de constituir una Comisión integra- 
da por miembros de la Junta y representantes de 
las Diputaciones. 

Entendemos que em la nueva Junta, que es 

- 14 - 



igual a la anterior, los representantes de las 
Diputaciones tienen que constituir esa Comisión 
para la transferencia de funciones o facultades de 
las Corporaciones Locales, de las Diputaciones 
provinciales a la Junta. Ese Decreto habla, en el 
apartado 2 del artículo 4.*, de propuestas y 
acuerdos de transferencias en los que se pide que 
se determinen los medios personales y materia- 
les de las Diputaciones provinciales afectadas 
por la transferencia, que podrán en su caso pasar 
a depender funcionalmente de la Junta. 

El Real Decreto de octubre introduce un trá- 
mite del Consejo de Ministros de aprobación y 
ejecución de esas propuestas y acuerdos de 
transferencia, que puedan adoptar las Diputacio- 
nes provinciales y la Junta. 

Creo que en la legislación actual ese trámite 
ha de existir con objeto de que las atribuciones 
de medios personales y de medios materiales es- 
tén basados en una norma de suficiente rango le- 
gal como para hacerla efectiva. Lo que sí puedo 
añadir es que el espíritu con que se van a abor- 
dar los acuerdos entre las Diputaciones provin- 
ciales y la Junta para efectuar esas transferencias 
necesitan, con la legislación actual una confor- 
midad con suficiente rango normativo, los cuales 
serán contemplados por el Gobierno y por este 
Ministerio con la máxima elasticidad, puesto 
que no hay ninguna razón para que si las dos 
partes están de acuerdo, venga un tercero, que 
simplemente tendría que sancionar y hacer posi- 
ble esa transferencia, a interferirse en ella. 

El señor PRESIDENTE: Señor Bono Martí- 
nez, entiende la Presidencia que puede formular 
sus preguntas desde la mesa. 

El señor BONO MARTINEZ (don José): Yo 
quem'a preguntar al señor Ministro sobre un 
tema que preocupa especialmente al G N ~ O  So- 
cialista, que se refiere al régimen de tutela, fisca- 
lización y suspensión de acuerdos de las Corpo- 
raciones locales por parte de los Gobernadores 
Civiles. Nosotros entendemos -y aquí creo que 
coincidimos con la exposición que ha hecho el 
señor Ministrw que esta facultad de suspensión 
de acuerdos por parte de los Gobernadores está 
en franca contradicción con los artículos 140 y 
141 de la Constitución, que establecen la auto- 
nomía de estos entes, y hoy el señor Ministro ha- 
blaba de que es un principio informador de la 
nueva ley, según el Gobierno, el autogobierno de 

las Corporaciones locales. Sin embargo, el uso 
de estas facultades de suspensión de acuerdos 
por parte de los Gobernadores se está convirtien- 
do en un verdadero azote para las Corporaciones 
que no son del criterio gubernamental. El uso es 
eso, el abuso podría llevamos a un verdadero es- 
tado de excepción dentro de las Corporaciones 
locales. Es cierto que, después de la exposición 
del señor Ministro, algunas preguntas que yo ha- 
bría de hacer no tendrían ya mucho sentido por- 
que están contestadas. Sin embargo, hay Gober- 
nadores civiles que no mantienen el mismo cri- 
terio del señor Ministro. En ese sentido baste 
como botón de muestra el caso del Gobernador 
Civil de Albacete, que lo expongo para argu- 
mentar las preguntas posteriores. 

En la Diputación Provincial de Albacete, con 
Presidente socialista, se han celebrado cuatro 
Plenos, de los cuales el Gobernador Civil ha sus- 
pendido tres. Conviene poner de manifiesto que 
el pleno que no ha suspendido era uno de repar- 
to de presidencias de Comisión en que se conce- 
dió al partido gubernamental más representacio- 
nes de las que por la aritmética de los votos hu- 
biese tenido derecho. No acaba aquí de alguna 
manera el criterio del Gobernador, sino que sus- 
pende los acuerdos y en franca contradicción 
con el artículo 118 de la Ley de Jurisdicción 
contenciosa no envía su resolución a la Audien- 
cia Territorial, sino que la envía facilitando el 
recurso de alzada ante el Ministro de Adminis- 
tración Temtorial, cosa que nos tranquiliza, 
dado el criterio del señor Ministro con respecto 
a la tutela y el autogobierno de las Corporacio- 
nes locales. Y aquí podría decirse, como señala 
el Gobernador en sus resoluciones, que se trata 
de informes que recibe de la Abogacía del Es- 
tado. 

Quiero también poner de manifiesto que el se- 
ñor Abogado del Estado en ejercicio es también 
Senador gubernamental y, de alguna manera, no 
sería una explicación muy clara. En este sentido 
querría hacer al señor Ministro tres preguntas 
concretas. La primera es si tiene conocimiento o 
alguna estadística de si se ha hecho algo en el 
Departamento acerca de cuántas suspensiones 
de acuerdos de Corporaciones locales se han 
producido antes y cuántas desde el 3 de abril de 
1979. La segunda, es quC criterio tiene el Minis- 
terio con respecto a los recursos planteados por 
las Corporaciones locales a los que los Gobema- 
dores civiles han suspendido sus acuerdos. De- 
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searía sabcr cuál es el criterio del Ministerio res- 
pecto a la resolución de estos r e c u m  y no con- 
cretamente en el tema de Albacetegino en gcne- 
ral. Y, tercero, si se contempla la posibilidad en 
la ley que está elaborando el Ministerio, para su 
posterior remisión a esta Cámara, de suprimir la 
tutela, según nos ha dicho, por parte de los Go- 
bernadores civiles; y si es intención del Gobier- 
no y, por tanto, ese proyecto de ley lo plasmaría, 
de transferir esa facultad fiscalizadora a algÚn 
otro órgano de la Administración. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Supon- 
go que el Gobernador Civil de Albacete, por 
muchas cosas que haya susgqdido, no habrá 
suspendido los Plenos, sino los acuerdos. 

El señor BONO MARTINEZ (don JOSC): Los 
acuerdos, sí. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pércz): Enton- 
ccs, resptcto de la suspensión de acuerdos por 
parte de una autoridad qjena al Municipio, ha- 
bría que decir lo siguiente: 

Empiezo por uno de los comentarios que ha 
hecho el señor Bono, cuando ha dicho que de mi 
exposición deducía que desaparecían las faculta- 
des de suspensión de acuerdos por parte de los 
Gobernadores Civiles. Yo no he dicho cso, ni 
me atrevería a decirlo en una materia tan con- 
creta. Lo que sí he dicho es que hay unos avan- 
zados proyectos de adelantamos a la ley en una 
agilización y supresión de medidas de fiscaliza- 
ción, intervención y tutela, pero no he especifi- 
cado cuáies son en concreto. Lo que sí advierto 
es que son muy numerosas. 

En segundo lugar, respecto de estos puntos, 
hay dos clases de acuerdos de las Corporaciones 
locales entre los que están siendo, en algún ~880, 

objeto de discusión o de suspensión por parte de 
los Gobemaáorcs Civiles: unos son acuerdo6 de 
las Corporaciones locaies en materias de su com- 
petencia, y &tos tienen un determinado trata- 
miento; otros son acuerdos de las Corporaciones 
locales, que llamaríamos declarativos, en mate- 
rias que no son de su competencia y que tienen 
una función meramente digamos declarativa, de 
señalar la posición mayoritaria de la Corpora- 
ción lacal en relación con un problema de &- 
ter nacional, de &ter temtorial o, si se quie- 
re, de carácter político. 

Yo diría que, respecto de los primeros tipos de 
acuerdos, las decisiones gubernativas de suspen- 
sión de que tenemos noticias son muy pocas. 
Adelanto que no tengo estadística, que podría- 
mos elaborarla para satisfacer, no digo la legíti- 
ma curiosidad, sino el legítimo afiin de saber del 
diputado que me interroga. No tengo estadística, 
pero tengo la fundada impresión, por los papeles 
que he visto y las informaciones que tengo de la 
Dirección General y de la Subsecretaría, que son 
muy pocas. En cambio, las suspensiones en algu- 
nos territorios de lo que llamadamos acuerdos 
declarativos, son más numerosas. 

El criterio ante los rtcuf808 por parte del Mi- 
nisterio será el de la máxima agilidad, teniendo 
en cuenta- que en todo caso, siempre eabe el re- 
curso contencioero-administrativo, y será el del 
respeto de la legalidad vigente mientras no la 
sustituyamos por otra más adecuada. 

En relación con las suspensiones de acuerdos 
meramente declarativos, no hemos recibido has- 
ta el momento recursos en cuantía y variedad 
suficientes para poder decir que tenemos un cri- 
terio. Tampoco SC exactamente en qué consiste 
la suspensión, cuáíes son los efectos de la sus- 
pensión de un acuerdo de estos que el Pleno 
Municipal llamaba meramente declarativos. En 
algunos ~880s puede scr un acuerdo ilegal, y en 
este caso sí tendríamos alguna intervención si 
efectivamente fuera ilegal, en el caso de que no 
8e hubiera hecho la advertencia de ilegalidad por 
parte de los funcionarios a quienes corresponda. 

En definitiva, al final diría que, con respecto a 
la tutela que los Gobemadorcs Civiles puedan 
tener sobre los acuerdos de las Corporaciones lo- 
cales, la ujtima palabra en la ley la tendrá el 
Parlamento. 

En las transferencias de materias de Interior 
que sc han hecho a algunos entes prcautonómi- 
cos, estas competencias están delegadas a los co- 
rrespondientes entes prcautonómicos. Yo recibí 
en su día el anuncio del Consejero de Interior de 
uno de estos entes pmutonómicos, que no era 
pracisamente del Partido del Gobierno, dicién- 
dome que iba a suspender una serie de acuerdos, 
de cstos que llamaríamos declarativos y otros. 
Por otra parte, no tengo constatación de que así 
lo hiciera en el periodo de su mandato. 

Creo que algunos de estos acuerdos forman 
parte de una controversia, una legitima contro- 
versia política en una sociedad democrática, 
controversia política que deberá realizarse por 
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medio de los canales y de las tribunas adecuadas, 
que en algunos casos puede que no sea el Pleno 
de la Corporación Municipal. 

El señor PRESIDENTE: El señor Diputado 
tiene la palabra para rectificaciones. Le ruego 
que sea breve. 

El señor BONO MARTINEZ (don José): Seré 
muy breve, señor Presidente. Lo Único que que- 
ría manifestar al señor Ministro y a la Comisión 
es que los acuerdos a los que yo hacía refencia 
no son acuerdos declarativos de carácter nacio- 
nal, sino acuerdos de la competencia de los pro- 
pios entes. Por otra parte, la controversia que 
debe darse (y que no la veo legítima y justa, 
aparte de que es necesaria) es entre las propias 
personas que componen el ente, porque, de otro 
modo, si el autogobierno de las Corporaciones 
Locales de alguna manera se deja con esta fisura 
de la fiscalización por parte de los Gobernadores 
Civiles en primer término, y del recurso de alza- 
da ante el Ministro en segundo lugar, ello podría 
llevar a la población a una cierta desconfianza, 
porque bastaría estar en el Gobierno, haber ga- 
nado las elecciones legislativas, para que las 
elecciones municipales no tuviesen una gran im- 
portancia. 

A un Ayuntamiento que no lleve el criterio 
del Gobierno, se le suspenden sus acuerdos y se 
hace ineficaz su gestión, aunque luego los Tribu- 
nales, al cabo de un año, den su sentencia favo- 
rable. 

En este aspecto, me ha agradado más la expo- 
sición primera del señor Ministro, en el sentido 
de que el autogobierno y la autonomía de los 
Municipios reconocida en la Constitución iba a 
pasar necasariamente por quitar a los Goberna- 
dores Civiles, en ese proyecto de ley, la facultad 
fiscalizadora de la que algunos hacen tan genero- 
so uso contra Diputaciones y Municipios que no 
son del criterio gubernamental. Nada más. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Lamen- 
to mucho que lo que más le gustase de mi expo- 
sición al señor Bono fuese una cosa que yo no 
había dicho explícitamente. 

Respecto del tema, no tengo prácticamente 
nada más que añadir. Cuando los acuerdos afec- 
tan a materias de la competencia del ente cuya 
autonomía y cuyo autogobierno han de presidir 

o inspirar la Lcy de Régimen Local, yo me atre- 
vo a garantizar que el Ministerio no tendrá una 
actitud de partido. A muchos de los alcaldes o 
presidentes de Diputación de diversos partidos 
políticos distintos del mío, con quienes he tenido 
la oportunidad de hablar y a quienes he recibi- 
do, les he dicho que en el Ministerio, igual que 
en la Dirección General, los alcaldes y los presi- 
dentes de las Diputaciones no tienen color polí- 
tico, puesto que los intereses públicos que tene- 
mos que cuidar son los mismos y superiores. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Fajardo Spínola. 

El señor FAJARDO SPINOLA: Señoras y se- 
ñores Diputados, señor Ministro, yo quería for- 
mularle varias preguntas, todas ellas en relación 
con la Administración Local. En primer lugar 
voy a referirme a algunas partes de la interven- 
ción que S. S. ha tenido en relación con el tema 
de la nueva Ley de Régimen Local, pues pienso 
que & ha sido, principalmente, el tema al que 
se ha teferido el señor Ministro en su exposición. 

Primeramente quiero preguntarle -porque ha 
hecho una ligera referencia al tema, pero lo con- 
sidero de gran importancia y me gustaría saber 
la orientación del Ministerio en este momento, 
en que se está trabajando en posibles ante- 
proyectos de Lcy de Régimen Local- cuál es el 
criterio sobre el tema de la capacidad normativa 
de las Corporaciones Locales. Me explico: que- 
m’a conocer si efectivamente va a haber un au- 
téntico ámbito de autonomía normativa, de ca- 
pacidad reglamentaria para las Corporaciones 
Locales, sin ninguna interferencia de otras ins- 
tancias del Estado, otros entes u organismos pú- 
blicos, y si efectivamente ese ámbito va a supo- 
ner un corte efectivo y grande con la situación 
actual, no tratándose sólo de la autorregulación 
de los reglamentos de régimen interior, sino que 
afecta tambidn a la capacidad de desarrollo de 
normas supenores, en lo que respecta a su apli- 
cación en el término municipal. 

La segunda pregunta se refiere también a la 
Ley de RCgimen Local, y está en relación con su 
Último Libro, según lo colocaba, o manifestaba 
que se colocaría, el señor Ministro, es decir, el 
de las Haciendas Locales. El señor Ministro ha 
hecho referencia a la importancia de los impues- 
tos propios dentro del sistema de financiación de 
estas Haciendas Locales, y yo me pregunto si esa 
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interpretación es una autCntica interpretación de 
quienes vayan a radoctar y presentar, en su día, 
el proyecto de ley al Consejo de Ministros, en el 
sentido de que la principal fuente de financia- 
ción de los municipios vaya a ser la imposición 
propia, desmgla imposición del Estado en bene- 
ficio de imposición de las Corporaciones Loca- 
les. Si vamos a pasar chivamente a un modelo 
como el que se aplica en algunos países, o en 
bastantes países europeos, en el sentido de que la 
imposición local, en relación con la imposición 
del Estado, está en una proporción de 75 a 25 o' 
de 70 a 30, y no de 91 a 9, o menos incluso, 
como se encuentra hoy en nuestro mis. 

La tercera pregunta es sobre un tema al que 
creo no se ha referido el señor Ministro, tambiCn 
de la Ley de R e m e n  Local: el tema de las com- 
petencias. Naturalmente no es ésta la Ocasión (y 
llevaría mucho tiempo) de pedir al señor Minis- 
tro que nos hiciera un listado o nos enumerara 
los distintos listados que pudiera tener sobre la 
mcsa, de competencias de los distintos entes lo- 
cales. Simplemente preguntar por el sisteqla que 
piensa que se elegirá, por el que se inclina, de fi- 
jación y determinación de las competencias lo- 
cales; si se va a emplear el sistema de listas ce- 
rradas, si va a seguir existiendo la ambigüedad 
de las competencias compartidas Estado- 
Corporaciones Locales y, en definitiva, si va a 
existir un ámbito propio, exclusivo y excluyente, 
de competencias municipales, y líneas generales 
sobre la amplitud de ese ámbito de compe- 
tencias. 

La cuarta pregunta, tambiCn sobre la Ley de 
R¿gimen Locai, está referida al Archipiélago Ca- 
nario. Soy diputado canario y quiero preguntar 
acerca de unas manifestaciones que hizo el señor 
Ministro en su exposición (en el sentido de que 
las Mancomunidades Interinsulares Canarias se 
mantendnan en la Ley de Régimen Local), si 
considera el señor Ministro, en una precisión 
mayor, que puede hacer ahora, que &e es más 
bien un tema del futuro Estatuto de autonomía 
de Canarias. 
Y ahora voy a pasar a formular algunas pre- 

guntas no referidas a la Ley de R¿gimen Local, 
sino a otros aspectos de la política del Departa- 
mento. 

En primer lugar, criterio del Ministerio sobre 
la situación actual y líncas generales de posible 
modificación de las comisiones y las subcomisio- 
nes de coiaboración del Estado con las Corpora- 

ciones Locales; criterios generales, composición, 
líneas o filosotla generai del Ministerio sobre la 
política de colaboración (si hay que ponerla en- 
tre comillas o no, esa política de colaboración) 
con las Corporaciones Locales. 

En segundo lugar la pregunta hace referencia a 
una Institución concreta, hoy dependiente clara- 
mente del Ministerio de Administración Temto- 
rial por una disposición de reciente aparición, y 
que es el Instituto de Estudios de Administra- 
ción Local. Hay quien mantiene la tesis -no es el 
momento de exponerla, pero pensamos que pue- 
de tener bastantes argumentos para defencierla- 
de que el Instituto de Administración Local en 
su historia ha contado no solamente con la apor- 
tación económica de los distintos Ayuntamien- 
tos y demás Corporaciones Locales del país, que 
con su cuota han contribuído a su sostenimien- 
to, junto con una aportación del Estado, sino 
que además la propia filosofía del Instituto (si 
bien en un dgimen de unidad de poder y coordi- 
nación de funciones, como se bautizaba el ante- 
rior) sin embargo m í a  un cierto aspecto, una 
cierta tendencia a la agrupación y dependencia 
más o menos clara al servicio de las Corporacio- 
nes Locales. 

Naturalmente no pongo la situación anterior 
como ejemplo, sino que lo que planteo es si ha- 
cia el futuro considera ei Ministerio que sería 
oportuno desvincular mucho más el Instituto de 
las directrices del Ministerio y convertirlo en un 
autCntico Instituto dependiente de la Adminis- 
tración Local autónoma, es decir, dependiente 
de las Corporaciones Locales, de todos los 
Ayuntamientos y Diputaciones, y regentado o 
dirigido por alguna representación de las mis- 
mas, sin que el Estado tuviera una interferencia 
en el ejercicio de las funciones que son propias 
de esta Institución. 

TambiCn nos interesa saber si este Instituto 
tiene un plan de trabqjo, cuál es en líneas gene- 
rales, si hay director ya, o si se le piensa nom- 
brar en breve. 

En tercer lugar nos interesa (porque S. S. sabe 
que .ites angustia el tema, tanto a Alcal* y 
Conajaies de nuestro partido, como también a 
los de otros partidos políticos) conocer la postu- 
ra del Ministerio sobre los sueldos e indemniza- 
ciones de los Concejales y Alcaldes. Este es un 
tema que ya ha estado en la tribuna de esta Casa 
recientemente, pero el Diputado que ahora ha- 
bla no se ha sentido satisfecho con pronuncia- 
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mientos directos y concretos del Ministerio res- 
pecto del tema. Aquí no voy a hablar de la im- 
portancia del tema, sino simplemente formular 
la pregunta sobre el tema de las indemnizaciones 
y sueldos de los Alcaldes y Concejales en el sen- 
tidosiguiente: Primero, si el Ministerio va a to- 
mar alguna decisión en el sentido de mandar al 
«Boletín Oficial del Estado>, alguna norma jurí- 
dica de determinado rango que vaya a regular la 
materia; segundo, cuándo la va a enviar, antes de 
qué fecha la va a enviar. El cómo y el cuándo 
comprenderán todos los señores Diputados de 
esta Comisión que es importantísirno para quien 
hoy se dedica desde las ocho y media de la ma- 
ñana a las ocho y media de la noche, por lo me- 
nos, a su función de Alcalde, porque hasta ahora 
vivía de un trabajo remunerado que, natural- 
mente, ha tenido que abandonar. 

La situación es angustiosa y a ella tenemos 
que responder todos, y el primero el Ministerio 
de Administración Temtorial, que es al que hoy 
preguntamos qué va a hacer ante esto, porque 
aquí no cabe esconder la cabeza en la arena, sino 
tomar una decisión, incluso antes de la Ley de 
Régimen Local, porque es cuestión de días, de 
semanas, el que este tema se arregle en todo el 
país. 

Otra pregunta está referida a la existencia, y 
continuidad en su existencia, de la llamada Aso- 
ciación de Alcaldes y ex-Alcaldes. Que yo sepa, 
ex-Alcaldes no hay todavía sino de la etapa an- 
terior, pero supongo que si surge algún ex- 
Alcalde de los elegidos el 19 de abril, posible- 
mente pucda participar en esta extraña Asocia- 
ción, que no sabemos si tiene un carácter oficial 
o no (primera pregunta), que no sabemos si es 
simplemente el ejercicio, por unos señores que 
la integran, del libre derecho que reconoce la 
Constitución a asociarse, y que, en consecuen- 
cia, no sabemos si tiene o no carácter exclusivo. 
En definitiva, como se trata de una Institución 
de la situación anterior y formada desde iniciati- 
vas que protagonizó la vida local en la última 
etapa de la situación anterior, nos interesa cono- 
cer un paco cuál es la situación actual y cuál es 
la posición del Ministerio al respecto. 

Me interesa también preguntar al Ministro so- 
bre el tema de la función pública local. En pri- 
mer lugar, si la función pública local está previs- 
to por el Ministerio que vaya a ser objeto de una 
reforma coordinada con la general, con la del 
Estatuto de la Función Pública, y cuáles podrían 

ser esas líneas generales. También en la función 
pública local, cuáles son las líneas generales de 
la política del Ministerio en cuanto a adminis- 
tración de los cuerpos actuales, si va a haber au- 
mentos de plantillas y si efectivamente se va a 
facilitar de alguna manera la movilidad horizon- 
tal de los funcionarios de las Corporaciones Lo- 
cales. Finalmente, si en esta reforma van a poder 
intervenir los Sindicatos de funcionarios, y cuál 
es la solución que se le va a dar, por vía norma- 
tiva, a la grave crisis que atraviesa hoy una Insti- 
tución oscura para el pueblo español, porque 
poco se sabe de ella, y también para muchos de 
los funcionarios que la integran, como es la 
MUNPAL, la Mutualidad de la Administración 
Local. 

Nos interesa también conocer algo sobre el 
tema gravísimo de la situación financiera de las 
Corporaciones Locales, a la que el Ministro se 
ha referido; cuál es el criterio del Ministerio y 
del Gobierno en relación con la preparación de 
los Presupuestos Generales del Estado para 
1980, acerca de la asunción por éstos de la cuota 
financiera de las Corporaciones Locales. 
Y, por Último, preguntar al señor Ministro si 

se han iniciado ya por el Ministerio trabajos en 
orden a evaluar la Deuda municipal, pues todos 
sabemos que no sabernos cuál es la cuantía de 
esa terrible Deuda municipal. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fajar- 
do. Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Voy a 
ver si consigo brevemente contestar al señor Fa- 
jardo, aunque sin darle satisfacción, pues estoy 
seguro que se declarará insatisfecho en algunas 
de mis respuestas, y en muchos de los casos in- 
cluso objetivamente. 

El señor FAJARDO SPINOLA No sea tan 
pesimista. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Ello 
porque no puedo, quizás, responder a todas sus 
preguntas. 

En primer lugar, si en la nueva Ley de Régi- 
men Local la capacidad normativa de las Corpo- 
raciones Locales va a ir más allá de los Regla- 
mentos -supongo que sc entiende también Orde- 

- 19 - 



nanzas, etc.-, y si no se va a ir, si no he entendi- 
do mal, a dictar normas de aplicación, en el te- 
rritorio de su competencia, de lo que pudiéra- 
mos llamar la legislación general. 

En principio, yo creo que la legislación gene- 
ral del Estado, igual que la legislación general de 
las Comunidades Autónomas habrá de ser apli- 
cada en los ámbitos de su competencia, en los 
territorios a que afecte y por las personas que re- 
sulten aféctadas en sus propios términos, no en 
los términos que deriven, que se desprendan de 
una especie de legislación delegada que tuvieran 
las Corporaciones Locales. 

Es evidente que hay materias, como puede ser 
la ordenación del territorio, urbanismo, ctc.,.cn 
donde la capacidad normativa de las Corpora- 
ciones Locales será mucho más amplia, dentro 
de unos parámetros que vendrán determinados 
por la legislación general del Estado. En este 
sentido, si se entiende que se va a producir una 
especie de capacidad normativa que convierta a 
las Corporaciones Locales en algo así como una 
especie de Cámara legislativa en el ámbito de su 
temtono, yo diría -no sé lo que va a decir la ley, 
dependerá de lo que diga el Parlamente que eso 
no va a venir en el proyecto de ley. 

En relación con las haciendas locales, impues- 
tos propios y la participación de impuestos del 
Estado, yo no sé exactamente si la proporción 
9 1-9 que ha enunciado el señor Fajardo es exac- 
ta, pero creo que estamos dentro de ese orden. 
Evidentemente, no vamos a llegar a la 
proporción 75-25, que por otra parte se da 
+amo el señor Fajardo, especialista en el tema, 
sabe quizá mejor que y e  en muy pocos casos. 
Yo diría, por ponemos dentro de unas aspiracio- 
nes asequibles, que estaríamos con tendencia a 
llegar a 85-15, que es una situación bastante ase- 
quible dentro de lo que pudiéramos llamar las 
clases medias de los Estados de nuestra propia 
órbita cultural, histórica y geogdka. 

No hay que engañarse, no hay que pensar que 
los impuestos propios vayan a constituir de tal 
manera la fuente de financiación del capítulo de 
ingresos que descark -es más, yo dina que en al- 
gunos casos supe- la participación en los im- 
puestos indirectos del Estado. El señor Fajardo 
en una enmienda, si no me equivoco, a la Ley de 
Presupuestos, planteaba unas subidas del 4 por 
ciento, de cuatro puntos en la participación de 
las Corporaciones en los impuestos generales del 
Estado. Es decir, que subiría del 3 al 7 por cien- 

to. Eso calculamos que representaría, aproxima- 
damente, 24.000 millones de pesetas, sin modifi- 
car las cuantías de los impuestos. 

Nosotros aspiramos a un incremento más mo- 
desto y aspiramos a que ese incremento más mo- 
desto esté reflejado en la Ley de Presupuestosdel 
año 1980. No sé si lo conseguiremos en el seno 
del Gobierno y si después obtendremos del Par- 
lamento que esta aspiración porcentual, más 
modesta que la planteada por el señor Fajardo, 
se lleve a la realidad. 

Las competencias locales no pueden ser ex- 
cluyentes ni exclusivas recíprocamente con las 
de las Comunidades Autónomas y con las del 
Estado. Son unos mismos los territorios y son 
unos mismos los ciudadanos sujetos a esas com- 
petencias. Las competencias siempre, en la prác- 
tica, tienen que ser unas competencias concu- 
rrentes. Hay disposiciones de carácter Beneral en 
las que corresponde un nivel de aplicación o de 
ejecución a la Corporación Local y hay otras en 
las que corresponde, digamos, un más amplio ni- 
vel normativo. 
Yo diría que las Corporaciones Locales, que 

queremos que Sean un instrumento ágil en el 
aparato del Estado y una parte de este mismo 
Estado, no pueden, o no deben, a mi modo de 
ver, convertime en una especie de cuello de bo- 
tella que a los ciudadanos todo tenga que llegar 
por la vía de las decisiones de las Corporaciones 
Locales. Sería prolijo enumerar aquí la infinidad 
de aspectos de la vida ciudadana que están so- 
metidos a estas competencias compartidas. Por 
otra parte, por lo que sí hemos de velar es por la 
vigencia efectiva del principio de igualdad de de- 
rechos y deberes de los ciudadanos, que está 
plasmado en la Constitución, independiente- 
mente de cuál sea el núcleo urbano en que estén 
desarrollando su vida. 
Respecto del Archipiélago Canario, yo he 

mencionado las Mancomunidades Insulares, las 
Mancomunidades de Cabildos, porque es una 
realidad que está ahí. Ya sabe el señor Fajardo 
mejor que yo que los Cabildos son más impor- 
tantes desde muchos puntos de vista que las 
Mancomunidades. Lo son desde el punto de vis- 
ta administrativo, lo son desde el punto de vista 
financiero y, a partir de las elecciones locales, lo 
son también desde el punto de vista político. A 
veces, desde la Península se tiene la idea de que 
Mancomunidades equivale a Diputaciones Pro- 
vinciales. Conociendo un poco -y creo conocer- 
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l e  las Islas y la estructura político-administra- 
tiva de ellas, yo diría que los Cabildos, se pare- 
cen más a las Diputaciones que a las Mancomu- 
nidades. 

Desde luego nosotros en el proyecto de ley no 
vamos a sacralizar las Mancomunidades, de tal 
manera que su posible mantenimiento en el 
proyecto de ley naturalmente tendrá la elastici- 
dad necesaria para que el Estatuto que adopten 
las Islas Canarias no esté condicionado por la 
existencia inamovible de unas Mancomuniáa- 
des. Será en todo caso el Estatuto, además, una 
norma aprobada por ley orgánica, una norma de 
rango superior a la de esta Ley de Régimen Lo- 
cal, a la que yo atribuyo una gran importancia 
por el hecho de estar, por razones de oficio, me- 
tido en ella, pero que no está calificada como ley 
orgánica, ni tiene la rigidez de las leyes orgánicas 
en nuestro ordenamiento constitucional. 

Criterios sobre la situación actual y líneas de 
posible modificación de los entes de colabora- 
ción o cooperación con las Corporaciones Loca- 
les, que existen en las distintas organizaciones, y 
distintas estructuras provinciales. Yo diría que 
sobre la situación actual nosotros tenemos una 
actitud de cierta insatisfacción, y en relación con 
las líneas de posible modificación, serán las de 
una mayor y más activa presencia y responsabi- 
lidad por parte de las Corporaciones Locales. 
Creemos que ahí tiene un papel predominante a 
desempeñar, un papel central a desempeñar la 
Diputación Provincial, o el órgano equivalente 
en otras estructuras que no sean las Diputacio- 
nes de Régimen Común. 

El Instituto de Estudios de Administración 
Local es, efectivamente, un órgano autónomo 
«sui generiw, porque aparece funcionando como 
tal órgano autónomo vinculado al Ministerio de 
Administración Territorial, como antes al Mi- 
nisterio del Interior, en cuyos presupuestos, to- 
davía los del Interior -porque incluso en este 
Presupuesto del año 1979 el Ministerio de Ad- 
ministración Territorial no existe, cosa que nos 
plantea bastantes problemas de muy diverso or- 
den-, aparece como un órgano autónomo «sui 
generiw; es una institución que tiene sus oríge- 
nes, como saben muy bien SS. SS., en una orga- 
nización de tipo corporativo. 

En relación con el Instituto de Estudios de la 
Administración Local, hay preparado un 
proyecto de reforma de sus órganos directivos, 
en el que se otorga una representación cualifica- 

da, y yo diría que muy importante (en este mo- 
mento no sabría decir si mayor o menor, porque 
se están estudiando diversas formas) a los repre- 
sentantes de las Corporaciones Locales. 

Hasta cierto punto, esto existe ya en el Conse- 
jo del Instituto con las antiguas Corporaciones 
Locales, pero realmente no ha tenido una efecti- 
vidad; es decir, el Instituto de Estudios de Admi- 
nistración Local tiene un director, aunque sea 
un director en funciones, y este puesto está acu- 
mulado al de Director de la Escuela de Adminis- 
tración Local, que tendrá un director separado 
del otro puesto relativamente pronto, y al decir 
pronto quiero decir pronto. 

¿Hay un plan de trabajo? Efectivamente, hay 
un plan de trabajo que guarda relación con las 
Corporaciones Locales, que guarda relación con 
los funcionarios; tanto las oposiciones y concur- 
sos de funcionarios como otros diversos concur- 
sos permiten el otorgamiento de los diplomas 
correspondientes a los funcionarios. También 
+omo S. S. sabe muy bien- hay un plan de tra- 
bajo en relación con las nuevas Corporaciones 
Locales, en contacto con los partidos políticos 
que tienen representación municipal, en el senti- 
do de los cursos de formación u oncntación de 
Concejales (si no lo saben SS. SS. es que no fun- 
cionan bien ciertos conductos; si esto es así, ya 
daré la información), sobre el que se ha elabora- 
do un anteproyecto de programa, en el que han 
tenido audiencia personas que creíamos que re- 
presentaban a partidos políticos dentro de un es- 
pectro relativamente amplio, en el que estaba el 
partido del señor Fajardo. En fin, en todo caso, 
si hay algo que no funciona, tratanmos de reme- 
diarlo. 

Respecto a los sueldos o retribuciones de Con- 
cejales, Alcaldes, otros miembros de las Diputa- 
ciones y Corporaciones, esta Cámara ha recibido 
una propuesta, que estaba dentro de la proposi- 
ción de ley presentada por el Partvo Comunista, 
y posteriormente se ha recibido también en esta 
Cámara, tomándosc buena nota de ello, la pro- 
puesta implicada en la enmienda sostenida por 
el señor Fajardo. 

En la Mesa de trabajo tenemos otras propues- 
tas, que no son coincidentes, procedentes de los 
Presidentes 4 decir Presidentes me refiero a Al- 
caldes o Presidentes de Diputación- de varias 
Corporaciones importantes, y alguna de carácter 
menor. 

Creo que la norma jurídica que trata de hacer 
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una síntesis razonable (probablemente insatisfac- 
toria como todas y cada una de las propuestas, 
como todo intento de síntesis), la norma jurídica 
concreta está en estudio en los Departamentos 
afectados, que no es solamente el de Administra- 
ción Local, puesto que, por razones obvias de 
coordinación de Gobierno, hay otros Departa- 
mentos que deben tener algo que decir, como los 
que cuidan de los aspectos generales de la fun- 
ción pública, si bien no se trata de funcionarios, 
a efectos de que no se produzcan distoniones en 
el sistema de retribuciones, incluso, en este sen- 
tido, el propio Ministerio de Hacienda. ¿Que 
cuándo se va a enviar al «Boletín Oficial»? Yo 
diría que en cuanto esté aprobada por el Consejo 
de Ministros, cosa que, con un poco de suerte y 
de comprensión de la urgencia del problema, 
podría ser muy pronto, pero no pudo dar una 
fecha respecto de un acuerdo que yo planteo al 
Consejo de Ministros. 

La Asociación de Alcaldes y ex-Alcaldes, no 
tiene carácter oficial ni exclusivo. Según las no- 
ticias que yo tengo, se trata de una Asociación 
acogida al famoso régimen de la Ley de Asocia- 
ciones del año 1964, con la que yo no he tenido 
ningún contacto y que tampoco se considera 
vinculada a la Administración Local como tal, 
puesto que no ha considerado procadente esta- 
blecer contactos con el Ministro. 

Creo que esto respondió históricamente a la 
aspiración a tener aigún tipo de asociación que 
permitiera cierto tipo de contactos y de reiacio- 
nes internacionales, que podrian ser importantes 
desde el punto de vista funcional y que no dejan 
tampoco de haber tenido quizá aigunos aspectos 
turísticos nada desdeñables. Esa asociación, por 
ejemplo, recibió aquí oficialmente al Residente 
de la Asociación de Alcaldes de Francia, siendo 
yo Presidente del Senado. Yo fw quien tuvo 
contactos con el mencionado Presidente, porque 
se trataba del pñor Pohcr, que en aquel momen- 
to era mi homólogo en el Parlamento francés. 
Yo diria que Wcamente la función pública 

local está regulada en la Ley de Régimen Jurídi- 
co de la Administración Local. No vamos a es- 
perar al Estatuto de la Función Pública, aunque 
sí vamos a procurar que los criterios que infor- 
men los aspectos nomativos de la función pú- 
blica local no se contradigan con los que vayan a 
inspirar el Estatuto de la Función Pública. 

El aumento de plantillas en los cuerpos actua- 
les, dentro de la prudencia con que hay que pro- 

ceder en esto, representa siempre incremento de 
gastos, una cierta expansión. Ahora mismo, en 
estos próximos mes«, se van a cubrir varios mi- 
les de puestos de Secretarios de Ayuntamiento. 

No &o la movilidad horizontal, sino también 
la vertical, es decir, el paso de unos escalones a 
otros de los Cuerpos después de cierto período 
de ejercicio de la función anterior, está contem- 
plada en los estudios que se están haciendo ac- 
tualmente para el proyecto de Ley de Régimen 
Local. 
Los Sindicatos de funcionarios tendrán, eso 

sí, un tratamiento paralelo al que tengan los Sin- 
dicatos de funcionarios en la Administración 
General del Estado. 
La MUNPAL es uno de nuestros dmmas, una 

de nuestras pesadillas. Al 30 de mayo de 1979 
las Corporaciones Locales debían a la MUN- 
PAL 9.823.868.932 pesetas exactamente. Estas 
Corporaciones tenían un cddito de la MUN- 
PAL que d u c e  el saldo a favor de ésta, al 20 de 
mayo de 1979, en 9.574 millones de pesctas. 
Esto no está repartido por igual entre los 8.041 
municipios españoles. Los mayores deudores de 
la MUNPAL son el Ayuntamiento de Madrid y 
el de Barcelona; lógicamente, los Ayuntamientos 
de las grandes ciudades. 

Recientemente se ha percibido, como conse- 
cuencia de las primeras aporiacimcs de los pre- 
supuestos de liquidación de deudas de los Ayun- 
tamientos, una cierta recuperación de una parte 
no suficientemente importante de las úcuapS de 
la MUNPAL. Hemos actualizado, ai a00 1979, 
las pensiones y vamos a tener serios proMemas 
detesorena ' . La MUNPAL y nosotros, por soli- 
dariQd ministerial, vamos a tener serios proble- 
masdetesorena ' para aigunos de los compmmi- 
508 que se tienen con los pmskmistrs en este 
mismo -o. Esperamos que una agikación 
de aportaciones parciales de las Corporaciones 
h d e s  nos permita ir afmtando estos pro- 
biemas. 

Hay unos atrasos por difcsencias de actualiza- 
ción de pensionco c o m  ' es a los años 
1974, 1975 y 1976; atrasos que la MUNPAL 
debe a los pensionistas &y las cifras wn toda 
su crudeza- de más de 6.000 millones de pesetas. 
Sobre este tema hay anunciada una interpela- 
ción en la Cámara del Diputado seflor Fraga, 
que está inquieto -inquietud que compartimos 
todos nosotro+ respecto de cuál va a ser La w r -  
te de esas dibrencias de actualización de pensio- 
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nes que fueron acordadas por el Ministerio del 
Interior en un determinado momento histórico 
en el que no se midieron, probablemente, las 
fuerzas con que se iba a poder hacer frente al 
pago de esos atrasos. Nosotros esperamos que no 
haya déficit en el mes de julio y estamos hacien- 
do esfuerzos por poder asegurar el pago de las 
pensiones correspondientes si no a agosto, por lo 
menos a las de septiembre, que nos producen in- 
quietud. 

Sobre el Presupuesto de 1980, el señor Fajar- 
do hablaba de la cuota financiera -ya me hago 
cargo de lo que quiere decir el señor Fajardw, es 
decir, que si, de la misma manera que en 1979 
hay 7.000 millones para atender a las anualida- 
des y amortizaciones de estos presupuestos ex- 
traordinarios de liquidaciones de deudas, canti- 
dad que es algo insuficiente, porque, según nues- 
tros cálculos, el total será de 9.000 millones y 
algo más, en los presupuestos del año 1980, yo 
diría que a nivel de propuesta de elaboración de 
presupuestos, se contempla una cantidad con 
este destino; si después eso va a estar definitiva- 
mente en la Ley de Presupuestos, yo ya no pue- 
do garantizarlo. La cifra que nosotros prevemos 
para anualidades y amortizaciones del año 1980 
por este concepto sería algo mayor que la de 
1979. En fin, tenemos las cifras, pero no vamos 
a cargar con ellas la cabeza de los señores Dipu- 
tados. 

Respecto de la evaluación de la deuda munici- 
pal, yo diría que sí, que está evaluada; que tene- 
mos unas reservas en cuestión de detalles, enten- 
diendo por deuda el total del endeudamiento 
municipal de España, pero tenemos algunas im- 
precisiones de detalle que se están recabando a 
través de los Ayuntamientos y de sus intervento- 
res para tener la c i h .  El endeudamiento global 
no es sólo con el Banco Exterior de España, con 
el Banco de Crédito Local, sino con otros tipos 
de endeudamiento; por ejemplo, el Ayuntamien- 
to de Madrid tiene unos títulos de deuda en cir- 
culación de 8.500 millones de pesetas, y el 
Ayuntamiento de Barcelona tiene también otra 
deuda pública. El endeudamiento global, repito, 
de los municipios yo diría que no es alarmante, 
pro sí pueden ser alarmantes las cuantías de al- 
gunas de las amortizaciones inmediatas, sobre 
todo en unos años como 1979 y 1980, en que las 
amortizaciones han de verse incrementaáas 
como consecuencia de la moratoria del año 
1978. Esta moratoria no se distribuye a lo largo 

del año. El endeudamiento, en gran medida, al- 
canza a gran parte de las operaciones de créáito 
a veinte años. Por tanto, digamos que el patri- 
monio de las Corporaciones locales es suficiente. 

Otra cosa es la agilidad que puede tener el 
Banco de Crédito Local cuando una gran parte 
de sus operaciones de créditos con los Ayunta- 
mientos han ido a estos prcsupucstos de liquida- 
ción de deuda y, por lo tanto, han quedado enor- 
memente reducidas las posibilidades de ir a pre- 
supuestos de inversión, que es para los que, en 
principio, está destinado el Banco de Créúito 
Local. 

Pero diríamos que hasta el conjunto de deudas 
de las Corporaciones Locales, que son puro défi- 
cit, estaba a diciembre de 1979 en 58.000 millo- 
nes de pesetas, de los cuales, como digo, 23.000 
habían sido ya atendidos en forma de crédito, 
7.000 han sido atendidos en forma de liquida- 
ción y el resto entiendo que, con una distribu- 
ción a lo largo de unos cuantos años, representa 
algo que es perfectamente absorbible. 

El endeudamiento total de las Corporaciones 
municipales, que comprende todos los presu- 
puestos de inversión, los presupuestos de urba- 
nismo, etc., alcanza, en el conjunto de los Ayun- 
tamientos con población superior a 100.0o0 ha- 
bitantes, en relación con sus operaciones con el 
Banco de Crédito Local de España, la cifra de 
148.422 millones de pesetas, la mayor parte de 
los cuales, quitando estos Últimos 23.000 millo- 
nes, que son de una operación especial, son ope- 
raciones que circulan normalmente y que permi- 
ten sus amortizaciones, pagos de intereses, etc., y 
la repercusión de todos estos costos sobre las 
operaciones que realizan los Ayuntamientos 
permite un normal funcionamiento de la entidad 
bancaria que, como digo, sólo está afectada en 
estos momentos por rigideces de tesoreda que 
esperamos sean aliviadas con la elevación hasta 
60.000 millones de pesetas del tope de dotación 
que podrían rccibir en la Ley de Presupuestos de 
este año. 

En respuesta a la pregunta escrita del Grupo 
Socialista del Congreso sobre si la Ley de Régi- 
men Local va a ser un texto articulado o una ley 
de bases, creo que puedo decir que va a ser un 
texto articulado, pero de legislación básica, en el 
sentido de que no va a ser un regiamento, que no 
va a ser este monstruo de centenares de artículos 
que tiene la Lcy de Régimen Local actual, pues- 
to que hay muchos preceptos que están inútil- 
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mente repetidos, y ya que por vía de remisión se 
puede aplicar la legislación general, no es preci- 
so un régimen especial de expropiación forzosa 
en el plano municipal. 

¿Tanto en uno como en otro caso, cabrá su 
desarrollo por las Comunidades Autónomas? En 
la medida en que los Estatutos de Autonomía 
otorguen a las Comunidades Autónomas funcio- 
nes que ahora mismo tiene la Administración 
del Estado. En el apartado 1, párrafo 2:, del ar- 
tículo 148 de la Constitución se dice que «las 
Comunidades Autónomas padrán asumir com- 
petenci as... » en «las alteraciones de los términos 
municipales comprendidos en su territorio y, en 
general, las funciones que correspondan a la Ad- 
ministración del Estado sobre las Corporaciones 
locales y cuya transferencia autorice la legisla- 
ción sobre Régimen Local». Es como una pesca- 
dilla que se muerde la cola, y al final acabamos 
en la Ley de Régimen Local. Yo diría que la Ley 
de Régimen Local va a ser amplia en el sentido 
de las transferencias a las Comunidades Autóno- 
mas, preocupados Únicamente por mantener el 
principio constitucional de la igualdad jurídica 
de ciudadanh y corporaciones. 
¿Las medidas previas a la Ley de Regimen Lo- 

cal sobre Haciendas locales vendrán como 
proyecto a la Cámara o serán un decreto? Si es 
un decreto, no vienen previamente a la Cámara. 
Yo c m  que sería deseable que no tuvieran que 
venir previamente a la Cámara, lo cual no es 
obstáculo ni lo será para que partidos políticos 
que tienen una responsabilidad importante y 
corporaciones a cuyo frente están miembros de 
esos partidos políticos que tienen una responsa- 
bilidad tan importante en esta función de Estado 
que es el Régimen Local, tengan su palabra que 
decir, y algo de esto de alguna manera se ha em- 
pezado a hablar después de la reunión de Alcal- 
des de Valencia. 

¿Qué sistema se seguirá para delimitar la com- 
petencia de los entes locales en relación con las 
Comunidades Autónomas y con el Estado? En 
relación con las Comunidades Autónomas, los 
estatutos, puesto que la Comunidad Autónoma 
y los estatutos son dos magnitudes que van jun- 
tas. En relación con el Estado, la Ley de Régi- 
men Local, en la medida que acertemos a inter- 
pretar de una manera satisfactoria el principio 
de la autonomía. 

Calendario reglamentario previsto por ese 
Ministerio para los próximos meses, con enume- 

ración de las materias que van a ser reguladas. 
Yo diría, para tranquilidad de los señores Dipu- 
tados, que no vamos a hacer ningún reglamento 
en los próximos meses. Vamos a hacer la ade- 
cuación de la normativa del Instituto de Estu- 
dios de Administración Local, igual que hemos 
hecho la adecuación de la normativa de la Cor- 
poración Metropolitana de Barcelona. Es decir, 
antes de la Ley de Régimen Local no tomaremos 
ninguna medida que pueda dar lugar a situacio- 
nes irreversibles, aunque nos veremos obligados 
a tomar todas aquellas que la vida diaria nos 
vaya exigiendo. 

El Grupo Parlamentario Comunista, sobre la 
necesidad de una ley urgente de haciendas loca- 
les. Será la Ley de Haciendas Locales, en rela- 
ción con la Ley de financiación de las Comuni- 
dades Autónomas, de próxima presentación en 
esta Cámara, una de las partes de la Ley de Régi- 
men Local. No se va a formar una comisión in- 
terministerial para preparar el anteproyecto; el 
anteproyecto se está preparando por equipos 
técnicos del Ministerio de Administración Tem- 
torial y progresivamente será sometido a consul- 
ta con los equipos técnicos de otros Departa- 
mentos ministeriales. Algunos de sus capítulos 
han sido ya sometidos a consulta de Departa- 
mentos ministeriales. 

¿Se reuniría esa Comisión con la Secretaría 
permanente de la reunión de Alcaldes de Valen- 
cia de 11 de junio? Primero, yo diría que no va a 
haber Comisión; por tanto, no se va a reunir. En 
segundo lugar, yo recibo en este momento la no- 
ticia de que hay una Secretaría permanente de la 
reunión de Alcaldes de Valencia de 1 1 de junio. 
Creo que he hablado con la mayor parte de los 
Alcaldes presentes en aquella reunión, pero no 
me han dicho que se haya constituido un órgano 
permanente, no digo que no se haya constituido. 

Fondo de Compensación intertemtorial. 
¿Existen criterios por parte del Gobierno para 
elaborar este proyecto? Hay un calendario: la 
Ley sobre financiación de las Comunidades Au- 
tónomas y Fondo de Compensación Intertem- 
torial. 

SC que se ha planteado un problema de com- 
petencia entre las dos Cámaras, entre el Congre- 
so y el Senado sobre este proyecto de ley. Yo, 
que soy celoso defensor de los privilegios del Se- 
nado, creo que el proyecto viene aquí; que las 
funciones específicas que señala la Constitución 
al Senado se refieren a la aplicación y distribu- 
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ción del Fondo de Acción Interterritorial. ¿Pue- 
de exponer los criterios el señor Ministro? Creo 
que los va a exponer muy pronto y con mayor 
competencia sobre el tema el Ministro de Ha- 
cienda, en la Comisión correspondiente. 

Teniendo en cuenta la necesidad de la cele- 
bración de referéndum, si hay ley de refe- 
réndum. 

Efectivamente, para el mes de septiembre de 
1979, el Gobierno, en su calendario de desarro- 
llo constitucional, anuncia el envío de una Ley 
sobre las diversas modalidades de referéndum. 
Se calcula que la fecha es oportuna para que la 
Ley, tramitada por vía normal o, si fuera preci- 
so, por trámite de urgencia, sirva para la realiza- 
ción de los sucesivos referéndum. 

Retribuciones de Alcaldes y Concejales. Creo 
haber dicho algo al respecto. 

Excedencias especiales. Los funcionarios que 
han sido Concejales debieran poder acogerse a la 
excedencia especial. ¿Se pueden acoger a la ex- 
cedencia especial? 

Por el momento actual, los Alcaldes y Presi- 
dentes de las Diputaciones de capitales de pro- 
vincia (por supuesto, todos los Presidentes de 
Diputaciones son de capitales de provincia) y de 
municipios de más de cien mil habitantes. Nos 
parece muy difícil que puedan acogerse al régi- 
men de excedencia especial la totalidad de los 
Concejales electos que sean funcionarios, con el 
número de Concejales que han sido elegidos. 

Se están haciendo, efectivamente -puesto que 
esta cuestión había sido ya plantea&-, estudios 
estadísticos de la incidencia que esto representa- 
ría, que podría ser una gran distorsión en el sis- 
tema de la función pública. 

Traslados con respecto a los elegidos. Debiera 
legislar algo en el sentido de impedir su traslado 
a otras circunscripciones, tanto con respecto a la 
empresa pública, la privada o el funcionariado. 
¿Qué se va a hacer en este sentido? 
No sé si el representante del Grupo Parlamen- 

tario Comunista estaba pensando en el mismo 
caso que yo conozco por informe de un Diputa- 
do de su partido. Diríamos que sobre las relacio- 
nes en el seno de la empresa privada, ahí habrá 
que estar a lo que determine el Estatuto del Tra- 
bajador. Me parece que puede ser un lugar ade- 
cuado para la previsión de estos supuestos, tanto 
en la empresa pública como en la privada. En lo 
que respecta al funcionariado, el traslado de fun- 
cionarios no suele ser forzoso. 

Sobre el tema de la excedencia especial ya he 
hablado. 

Tengo otras preguntas del Diputado señor Ba- 
rrera. Dado que no puede razonablemente espe- 
rarse que la nueva Ley de Administración Local 
en proyecto entre en vigor en breve plazo, ¿no 
cree el señor Ministro que sería necesario rebo- 
car urgentemente toda una serie de decretos que, 
innecesariamente y contra el espíritu y la letra 
de la Constitución, limitan la autonomía de los 
municipios? 

En esta línea está el decreto de supresión de 
mecanismos de control, fiscalización y tutela; en 
esta línea hay otro decreto en preparación sobre 
personal, y, por otra parte, un poco más avanza- 
do, el proyecto de estudio de la Ley de Régimen 
Local. No querríamos incurrir en contradiccio- 
nes superfluas entre nuestra acción y el proyecto. 

¿Qué estado legal se piensa dar (dice el señor 
Maciá Alavedra) al Diario Oficial de la Genera- 
lidad? 

Esta es una cuestión sobre la que el señor Ala- 
vedra, igual que yo, o quizá mejor que yo, cono- 
ce todos los antecedentes de idas y venidas y el 
problema que esto plantea. Están en considera- 
ción los problemas técnicos que plantea el carác- 
ter de disposiciones generales para posible apli- 
cación en todo el territorio nacional -pienso, por 
ejemplo en los jueces, de las disposiciones que 
se publiquen en los distintos boletines o diarios 
oficiales de las futuras Comunidades Autóno- 
mas. Hay estudios y consultas con la Generali- 
dad de Cataluña, algunas propuestas que he de- 
bido seleccionar, disposiciones que tendrían una 
aplicación de ámbito de todo el Estado y que ha- 
brían de publicarse en el ((Boletín Oficial del Es- 
tado». Pero también ahí existe el riesgo de que el 
((Boletín Oficial del Estado», se nos convierta en 
un libro-diario de dudosa utilidad. Sé que el 
tema está en estudio, y con la mejor voluntad 
por parte del Gobierno, señor Alavedra, y de la 
Generalidad, y que hay unos ciertos contactos. 

¿Qué criterios tiene el Gobierno para los tras- 
pasos de servicios a las Comunidades Autóno- 
mas? Yo diría que los Estatutos establecerán el 
traspaso de los servicios a las Comunidades Au- 
tónomas y estos Estatutos requerirán un proceso 
de aplicación que va a llevar bastante tiempo. 
La Comisión Mixta de Transferencias de Servi- 
cios y Funciones a la Generalidad de Cataluña 
no había terminado la totalidad de sus trabajos 
cuando fue suspendida la Generalidad en el año 
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1934 y yo creo que se procedió con bastante a@- 
lidad. 

Hay un volumen, que tendría mucho gusto en 
ofrecérselo, en nombre del Instituto Nacional de 
Administración Local, a los miembros de la Co- 
misión, en el que se muge toda la documenta- 
ción sobre el proceso de las transferencias, de esa 
experiencia histórica que tenemos delante. 

Luego, en la pregunta del Grupo de Socialistas 
de Cataluña, finnada, me parece, por el señor 
Obiols, se habla de la referencia oficial del Con- 
sejo de Ministros celebrado en el mes de febrero, 
precedente a las elecciones legislativas, con mo- 
tivo del traspaso de competencias a la Generali- 
dad de Cataluña, en materia de agricultura, en- 
señanza preescolar, EGB, cultura, sanidad, ur- 
banismo y trabajo, y aparecen unos decretos 
que correspondían a las propuestas formuladas 
por la Comisión Mixta Administración del Esta- 
do-Generalidad, en sus reuniones de 19 y 26 de 
septiembre. Efectivamente, esos decretos han 
dado lugar, digamos, a una discusión entre el Es- 
tado, la representación de la Administración 
Central y la Generalidad en la Comisión Mixta 
respecto de la interpretación de puntos con- 
cretos. 
Yo diría que en materia de agricultura se pue- 

den considerar, en el momento actual de las ne- 
gociaciones que se están celebrando, que todos 
los acuerdos son satisfactorios, aunque hay una 
diferencia entre los acuerdos a que se llega a ni- 
vel de poiencia y los que constan en las actas 
del Pleno de la Comisión Mixta. 

Hay tres puntos que se refieren a sanidad ve- 
getal, sobre los que yo espero una respuesta sa- 
tisfactoria después de la conversación que he te- 
nido con el Ministro de Agricultura. Hay pro- 
blemas en donde la representación de la Genera- 
lidad da por tomados acuerdos con la Adminis- 
tración del Estado y ésta no otorga su conformi- 
dad en materias de enseflanza, preescolar, 
EGB, cultura y sanidad. No hay acuerdo en 
urbanismo; y me parece que, en una medida de 
cierta importancia, tampoco los hay en trabqjo. 
Yo espero que, puesto que la Comisión de 

transferencias de Cataluña tiene, de hecho, unas 
características especiales, igual que la del Conse- 
jo General Vasco, a partir de mi próxima con- 
versación con el Vicepresidente de la Comisión 
de transferencias a Cataluña, el profesor Sureda, 
se pueda poner el punto sobre esta cuestión. 

La Generalidad, efectivamente, remitió al Go- 

bierno, hace meses, una propuesta de transferen- 
cias acordadas por la Comisión Mixta Generali- 
dad-Diputaciones. Estas transferencias son efec- 
tivamente aceptadas y asumidas por las nuevas 
Diputaciones y, puesto que las Diputaciones se 
han renovado, no habrá ningún inconveniente 
en que se puedan ejecutar. No se han publicado 
los Reales Decretos en ambos casos, eso es evi- 
dente. 

El seflor Obiols pregunta si es un hecho cierto 
que el Gobierno retrasa la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» de los citados Rea- 
les Decretos, y por qué motivos. En definitiva, 
qué s u d e  con este retraso. 

Este retraso se produce porque <reo que ya 
he explicad- el texto de los Reales Decretos, se- 
gún algunos de los Ponentes, representantes de 
la Generalidad, no reproduce los acuerdos de la 
Comisión de Transferencias. 

A noaotros nos parece que se ajusta a los 
acuerdos recogidos en las actas, bien entendido 
que los Reales Decretos de transferencias no tie- 
nen que ser, preceptivamente, una ejecución de 
los acuerdos de la Comisión de Transferencias. 
De todas maneras, creo que se ha conseguido, en 
general, una fórmula pacífica. Hemos estableci- 
do contactos entre representantes de la Generali- 
dad y los Ministerios interesados. 
Este es un asunto no solamente del Gobierno 

-y contesto a lo que me ha preguntado el señor 
Obiolw, sino que es un asunto en el que yo tomC 
cierta iniciativa a partir de una larga conversa- 
ción con el Presidente de la Generalidad, seflor 
Tarradellas, a principios del mes de mayo, y no 
me atrevo a decir que hayamos desbloqueado el 
tema, pero sí creo que estamos próximos a des- 
bloquearlo. 

En este sentido había una propuesta nuestra, 
que no ha sido todavía aceptada, que sería la de 
la publicación parcial de los Reales Decretos; es 
decir, ir publicando aquellas materias en las que 
haya un acuerdo entre ambas partes, con sus 
anejos correspondientes, y dando lugar a la 
transferencia efdiva de los servicios. 

Contesto a la pregunta del Grupo Pariamenta- 
no Socialista Vasco. Creo que, en este momento, 
el SeAor Maturana ya no está presente, no sé si 
docae de su pregunta, pero, en fin, resumo la 
pregunta. ¿Qué calendario tiene el Gobierno 
para proceder a la negociación en materia de 
cultura, sanidad y *o? Son proyectos de de- 
cretos paralelos a los de la Generalidad de Cata- 
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luña y acerca de los cuales he mantenido con- 
versaciones con la llamada Comisión política del 
Consejo General Vasco, que es la que, de hecho, 
estaba haciendo, cuando yo me hice cargo del 
Ministerio, las funciones de la Comisión de 
transferencias, Comisión que estaba integrada 
por cuatro representantes de los partidos que tie- 
nen su presencia en el Consejo. Yo creo que, re- 
constituido el Consejo General Vasco, establece- 
remos contacto con la Comisión política, salvo 
que el nuevo Consejo acuerde, si sigue delegan- 
do en la Comisión política o si renueva la Comi- 
sión de transferencias. 

¿Qué calendario tiene el Gobierno y qué mé- 
todos para llevar a cabo las transferencias cita- 
das, y otras ya transferidas, por medios materia- 
les y humanos, para que las competencias no se 
transformen en papel mojado? He señalado en 
mi exposición los problemas que plantean las 
transferencias de medios materiales y humanos 
y, efectivamente, nos da una idea de la escasez 
con que se mueve el total del conjunto de la Ad- 
ministración del Estado. 

En nuestra intención, estas transferencias pue- 
den realizarse sin que en ellas tenga ninguna in- 
terferencia, tanto en Cataluña como en el País 
Vasco, el tratamiento del problema de los Esta- 
tutos, que va por otra vía, por la vía de la Comi- 
sión Constitucional. 

Respecto al proyecto del Gobierno en materia 
de transfemcias para el Consejo General Vasco 
hasta la puesta en marcha del Estatuto de Auto- 
nomía, nuestra aspiración sería conseguir un 
acuerdo sobre estos proyectos de decretos y 
transferirlos inmediatamente. Como digo, se 
pueden seguir las negociaciones de transferen- 
cias, aunque todavía no esté aprobado, y en vi- 
gor, el Estatauto de Autonomía. 

Hay otras preguntas del Grupo Socialista del 
Congreso y tres del señor Barrera. Política del 
Gobierno sobre preautononías y, especialmente, 
principios que inspiran la política de transferen- 
cias. El artículo 148, 1, de la Constitución señala 
el ámbito en el cual se puede desarrollar la polí- 
tica de transferencias. Respecto a los principios 
que la inspiran, es el juego de la oferta y la de- 
manda en las reuniones de las Comisiones Mix- 
tas. Dentro de un mes estaremos en condiciones 
de tener sobre la mesa todas las demandas efecti- 
vas que nos planteen los actuales entes preauto- 
nómicos. 

Respecto a los criterios básicos de adscripción 

de recursos y personal -volvemos al mismo 
tema-, efectivamente, nos tropezamos con una 
dificultad técnica que comprenderán los señores 
Diputados, sobre todo los que tienen experiencia 
de la Administración. La transferencia parcial 
de servicios está desarrollada por un órgano de 
la Administración que tiene unas competencias 
más amplias, y plantea una especie de regateo 
difícil, en el que aspiramos a convertirnos en ór- 
ganos de gestión a favor del progreso de las 
transferencias, porque tenemos un interés políti- 
co efectivo en que el régimen de preautonomías 
vaya haciendo un rodaje positivo. Ya he dado 
algunas cifras estadísticas de lo que puede supo- 
ner la transferencia de servicios en las Comuni- 
dades Autónomas. 

En relación con las Diputaciones, y respecto 
de los acuerdos de las Comisiones Mixtas que no 
se han transformado en decretos, creo haber res- 
pondido en los casos más salientes. 

El señor Barrera pregunta si se ha previsto 
algo acerca de la posibilidad de que los déficits 
de recursos humanos, a que se ha referido el Mi- 
nistro, que constituyen una dificultad para la 
puesta en marcha de la autonomía, puedan ser 
cubiertos directamente por los entes preautonó- 
micos con sus normas y criterios propios. Esto, 
efectivamente, se contempla. No hay una deci- 
sión por nuestra parte, pues tendría que ser una 
decisión compartida. Sc plantearán los proble- 
mas de los funcionarios eventuales, con lo que 
habrían de adquirir los entes preautonómicos los 
compromisos que las otras administraciones ad- 
quieren, pero c m  que puede ser una fórmula, y 
tomo nota de ella. 

El vasto y conflictivo problema de los retrasos 
e insuficiencias de los traspasos de competencias 
a los entes preautonómicos podría ser abordado 
en profundidad en un debate público a realizar 
urgentemente en el Pleno del Congreso. Por mi 
parte, si así se acordara, no tendría el menor in- 
conveniente en acudir al Pleno con todos los da- 
tos, incluso me ofrezco, si eso se va a hacer 
pronto, a explicar este tema monográfico en la 
Comisión de Administración Temtorial en la fe- 
cha que acuerden. 

Señor Barrera, no se ha resuelto todavía el 
problema de la concesión de pensiones de jubila- 
ción a los que fueron funcionarios de la Genera- 
lidad de Cataluña durante el período de 
193111939. Se ha hecho por la propia Generali- 
dad una selección de peticiones y de la docu- 
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mentación recibida. Creo que estamos en condi- 
ciones de ofreccr muy pronto una propuesta de 
una Comisión Interministerial que se ocupe de 
problemas similares y que está en la Presidencia 
del Gobierno. Pem todas las peticiones y docu- 
mentación, como digo, han pasado por el tdmi- 
te previo del estudio en la Generalidad. Yo creo 
que, por nuestra parte, en cuanto que nos corres- 
ponde ser ponentes, por aquello de que era un 
Órgano de gobierno, igual que la actual Generaii- 
dad, de carácter territorial, en un plazo muy cor- 
to, yo diría que antes de las vacaciones de vera- 
no presentaremos a la Comisión Interministe- 
riai, una propuesta de resolución. 

El señor PRESIDENTE ¿Algún portavoz del 
Grupo Parlamentario desea hacer uso de un tur- 
no para alguna matización?(Pausa.)Pden la pa- 
labra los señores Barrera, Obiols, Sanjuan y Ala- 
vedra. El señor Barrera tiene la palabra. 

El señor BARRERA COSTA: Yo quisiera 
manifestar al +ñor Ministro que he considerado 
muy interesantes todas sus manifestaciones y, 
sobre todo, que le agradezco, en nombre perso- 
nal y de mi Grupo, que haya querido participar 
y ofrecernos esta sesión informativa. 
Yo creo que, hablando ahora en términos ge- 

nerales, puesto que las cuestiones particulares 
han sido ya desarrolladas en las preguntas, estos 
temas son muy importantes. Creo que, dentro de 
un cierto sentimiento general de decepción que 
hay en el país, sobre este periodo de puesta en 
marcha de la democracia, esta decepción es par- 
ticularmente relevante en el caso de las preauto- 
nomías, al menos en Cataluña, que es donde yo 
conozco la opinión pública, y pienso que tam- 
bién podría serlo, muy en breve, sobre el funcio- 
namiento de los Municipios, si tadas las trabas y 
tutelas no se eliminan o, por lo menos, no se ali- 
geran de manera muy significativa. Me parece 
que el país tiene puestas sus esperanzas en que 
realmente se note, a nivel ciudadano, que las co- 
sas han cambiado y, hasta ahora, la realidad es 
que se va notando muy poco. 
Yo quisiera hacer notar al señor Ministro, por 

ejemplo, que en la documentación que ha orde- 
nado que se nos entregase hoy, referente a los 
traspasos de competencias, en lo que se refiere a 
Cataluña hay exactamente cinco Reales Decre- 
tos que son de fechas 23 de julio de 1978 y el úl- 
timo de 26 de julio de 1978 y, posteriormente, 

hay una Orden desarrollando un tema muy con- 
creto. Esto quiere decir que hace casi un año 
que, en materia de traspasos de competencias a 
la Generalidad de Cataluña, no se ha avanzado 
lo más mínimo. Esto me parece que es verdade- 
ramente grave y que hay un sentimiento, repito, 
de decepción en Cataluña a este respecto que, yo 
creo, en interés de todos y en interés de la buena 
marcha de las instituciones democráticas, sería 
conveniente eliminar, y se deberían tomar medi- 
das muy urgentes para que este sentimiento de- 
sapareciese. 

Además, hasta cierto punto, en Cataluña po- 
demos tomar esto como lo que algunos llaman 
-y no es que yo comparta completamente este 
critenw un verdadero sabotaje de la institución 
preautonómica. Podemos considerarlo como 
una prefiguración de lo que puede ser la puesta 
en marcha del Estatuto, y antes, para empezar la 
discusión del Estatuto. Es decir, yo creo que la 
buena voluntad, de la cual no dudo, por parte 
del actual Gobierno respecto de la verdadera 
puesta en marcha de este nuevo tipo de Estado 
que representa la división del poder o el que las 
Comunidades Autónomas puedan verdadera- 
mente compartir el poder político, esta buena 
voluntad -repite debería ponerse de manifiesto 
a través de una muy rápida aceleración y agiliza- 
ción de este proceso de traspaso de competen- 
cias, y lo mismo por lo que se refiere a los Muni- 
cipios. 

Hay, por ejemplo, una cuestión -yo no soy es- 
pecialista en Administración Local, y en tanto 
que, como Diputado Único de mi partido no 
puedo abarcar todos los problemas, conozco 
muy insuficientemente las cuestiones para entrar 
en los detalles-, pero, desde luego, hay, al me- 
nos, una cuestión que en Cataluña, por ejemplo, 
también produce sorpresa, y es que los Munici- 
pios no pueden decidir, sin sanción posterior por 
parte de la Administración, acerca, por ejemplo, 
de una cos8 tan simple como el nombre de las 
calles. Parece inconcebible que la Administra- 
ción tenga que ocuparse, incluso, del nombre de 
las cdilles, pasando por encima de las decisiones 
de los Municipios democráticos, de los Ayunta- 
mientos que acaban de ser elegidos. Esto es sim- 
plemente un botón de muestra. 
Yo creo, señor Ministro, que es muy impor- 

tante que el país y los ciudadanos tengan la sen- 
saci6n de que las elecciones municipales no se 
han hecho en vano, y que, realmente, estos nue- 
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vos Ayuntamientos puedan actuar de acuerdo 
con el deseo de los que les han elegido. Yo estoy 
convencido de que estos nuevos Ayuntamientos 
-creo que hasta ahora todo lo demuestra- actua- 
rían de manera muy responsable y tendnan en 
cuenta todas las limitaciones y los problemas ge- 
nerales del país, pero, por parte de su Ministc- 
no, hay que darles las máximas facilidades y, 
aunque en la respuesta a mi pregunta me ha in- 
dicado el señor Ministro que hay dos decretos 
para disminuir todos los atentados contra la au- 
tonomía municipal, francamente me parece que, 
acaso, dos decretos son insuficientes, y yo dudo 
mucho que la nueva ley pueda ser puesta real- 
mente en vigencia, con sus Reglamentos de apli- 
cación y con su desarrollo, puesto que se tratará 
esencialmente de una Ley de Bases, según usted, 
señor Ministro, nos ha manifestado; dudo mu- 
cho que esto pueda ponerse en marcha suficien- 
temente pronto para que la necesidad de anular 
todas las disposiciones contrarias a la autonomía 
municipal no sea una necesidad vigente, absolu- 
ta, en estos momentos. 

Por 18 que se refiere, y para terminar, a los 
funcionarios de la Generalidad de Cataluña del 
período 31-39, yo comprendo que se trata de un 
problema que, desgraciadamente, no puede re- 
solver Únicamente el señor Ministro de Admi- 
nistración Temtorial, pero quisiera insistir en 
que lo que se refiere a la selección de demandas 
a que procedió la Generalidad, hace ya bastante 
tiempo que está ultimada y, realmente, por parte 
de las personas interesadas, muchas de las cuales 
son personas ya de edad avanzada y en situación 
económica muy precaria. Se tiene la sensación 
de que hay, por parte de la Administración, un 
verdadero deseo de acumular obstáculos, de re- 
trasar, etc., como dicen algunos de ellos, a ver si 
nos morirnos, y creo que esto es realmente la- 
mentable. 

Muchas gracias, señor Ministro, repito, por to- 
das sus informaciones y por la buena voluntad 
que nos ha demostrado hacia todos los puntos de 
vista. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Unica- 
mente dos palabras para decirle al señor Bamra 
que espero que el botón de muestra dure poco 
como tal, concretamente ése. 

En el punto de los fupcionarios de la Genera- 
lidad, agilizaremos, como digo, para ver si antes 

del verano está hecha, por lo menos a nivel de la 
Comisión Interministerial, nuestra propuesta ra- 
zonada. 

Gracias por todas las palabras de cortesía que 
me ha dirigido y, efectivamente, estos decretos 
no bastan, es preciso una ley, pero, en fin, algo 
espero que avancemos, sobre todo en cosas 
como las intervenciones o fiscalizaciones que 
son inútiles, porque muchas veces se hacen des- 
pués de los hechos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alcaraz, del 
Grupo Parlamentario Comunista, tiene la pala- 
bra. 

El señor ALCARAZ MASATS: Solamente 
tres palabras, en el sentido de aclarar por qué se 
hacía la pregunta con respecto a la Ley de Ha- 
ciendas Locales de la forma en que se ha hecho, 
hablando de si se iba a constituir de inmediato 
una Comisión Interministerial para preparar 
el anteproyecto, y si esa Comisión Interministe- 
rial podría celebrar sesiones de trabajo con la Se- 
cretaría Permanente, que, según nuestras noti- 
cias, existe, de la reunión de Alcaldes en Valen- 
cia. 

Se hacía en este sentido, porque en su discurso 
ante el Congreso el día 13 de junio, al aprobarse 
la enmienda 251 del Presupuesto sobre los 
60.000 millones de pesetas de crédito oficial 
para la liquidación de deudas municipales, el se- 
ñor Abril Martorell se refirió explícitamente a la 
necesidad de una ley urgente de Haciendas Lo- 
cales en línea con la propuesta en la reunión ci- 
tada de Alcaldes. Nosotros pensamos que un 
proyecto de ley urgente se debería remitir de 
inmediato al Congreso, por delante de la Ley de 
Bases de Régimen Local, que tendría su entrada, 
según el compromiso del Gobierno, antes del 15 
de octubre. 

Por otra parte, simplemente reconocer que la 
información ha sido completa y, en algunos ca- 
sos, satisfactoria. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Yo diría 
que el señor Abril Martorell se refirió, a mi 
modo de ver y si no le interpreté yo mal, a unas 
medidas urgentes que sería preciso adoptar y 
que, efectivamente, pueden ser objeto de ley o de 
otro tratamiento normativo en virtud de su ca- 
rácter de urgencia. Creo haber hecho una refe- 
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rencia suficientemente explícita, antes, en una 
de mis intervenciones. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Obiols, por el Grupo Parlamentario Socia- 
listas de CataluÍía. 

El señor OBIOLS GERMA: Señor Ministro, 
yo también quería mdecc r  su presencia hoy, 
aquí, entre nosotros. Sin duda, este pequeño 
amaratóm al que le hemos sometido, ha ido en 
detrimento de la concreción en algunos puntos 
que deberían haberse tratado con mayor exten- 
sión y profundidad; no ha habido tiempo para 
ello. Yo he tenido no sólo la cortesía, sino la 
preocupación política de presentar mis pregun- 
tas por escrito *reo que he sido el primer Dipu- 
tado en hacerb, tal vez temiendo lo que ha su- 
cedido, es decir, que la problemática que yo 
planteaba quedara subsumida sentro de toda una 
serie de problemas distintos, sin duda, también 
muy importantes. 

Pero yo quisiera decirle muy brevemente al 
señor Ministro dos o tres cosas. Primero, que la 
paciencia bíblica de la que ha hecho gala hasta 
ahora la población en Cataluña y las fuenas po- 
líticas catalanas, de la que ha sido una buena 
manifestación, creo, la reciente intervención del 
señor Barrera, es un hecho positivo, pero sería 
un error que el Gobierno lo interpretara en el 
sentido de pensar que los catalanes, en la políti- 
ca española, vamos a hacer el papel de San José 
con su vara florida. 

Existe una situación de paralización grave de 
la Generalidad provisional. Existen resistencias 
muy fuertes a modificar la situación, de lo que 
son buena muestra, creo, estos hechos, que yo he 
tratado de explicar, brevemente, en mi pregunta 
en relación con los acueráos que la Comisión 
Mixta Administración Central del Estado- 
Generalidad tomó en la reunión de los días 19 y 
26 de septiembre de 1978, es decir, hace casi un 
año, que fueron asumidos por el Consejo de Mi- 
nistros, según referencia oficial del 20 de febrero, 
es decir, nueve días antes de la celebración de las 
elecciones del primero de mamo, hecho, creo yo, 
significativo desde el punto de vista político, y 
que, después, por razones que el señor Ministro 
ha mencionado y que sin duda existen en reali- 
dad, han llevado a una paralización de la publi- 
cación y, por lo tanto, de la entrada en vigencia 
de estos traspasos en materia de agricultura, cul- 

tura, enseñanza preescolar, enseñanza general 
básica, sanidad, urbanismo y trabajo a la Gene- 
ralidad. Creo que esto es grave, sobre todo si se 
añade a lo que s u d e  en relación con las trans- 
ferencias Diputaciones catalanas-Generalidad. 

Quisiéramos, en un nuevo gesto de invocación 
positiva al Gobierno, decirle al señor Ministro 
de Administracio'n Territorial que una de dos, o 
se va a una activación decidida de la Comisión 
Mixta, a una activación decidida de la actitud 
del Gobierno por lo que hace referencia a los 
traspasos a la Generalidad, o podemos encon- 
trarnos con una situación política absolutamente 
caótica a corto plazo y, en consecuencia, con un 
proceso que yo caracterizaría de aeuskadiza- 
cióm de Cataluña. Muchas gracias. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Unica- 
mente diría que está en los propósitos del De- 
partamento ir a esa activación a que se ha refe- 
rido el señor Obiols. 

El seaor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Sanjuán, de Socialistas del Congreso. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Scñor 
Ministro, en primer lugar, agradecerle también 
su presencia hoy aquí, en este primer contacto 
que tomamos con el Ministerio de Administra- 
ción Territorial, pero manifestar que, como ya 
dijo el señor Ministro cuando empezó a contes- 
tar algunas de las preguntas realizadas, no nos 
sentimos satisfechos, ni subjetiva ni objetiva- 
mente. No nos sentimos satisfechos por muchas 
de las no respuestas que el señor Ministro ha 
dado a múltiples cuestiones que le hemos plan- 
teado. Comprendemos perfectamente que es 
muy dificil, en el esC(Ls0 espacio de tiempo que 
hemos tenido, responder con la concreción y 
con el rigor que nosotros deseamos, y con el que, 
sin duda, el señor Ministro también quema ha- 
bernos contestado, a todas las cuestiones plan- 
teadas. 

Pero sí tenemos que decir al señor Ministro 
que, si bien hemos planteado un gran número de 
preguntas con relación al tema de la Administra- 
ción Local, hemos dejado pendientes muchas 
más preguntas con relación al tema de los regí- 
menes prcautonómicos y de las autonomías. Con 
relación a este tema conpto  hemos hecho una 
pregunta de carácter muy general sobre qué filo- 
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sofía inspiraba al Gobierno en el tema de las 
preautonomías y de las transferencias, y que se 
nos haga una cita al artículo 148 de la Constitu- 
ción y que se nos diga después que su filosotia es 
la de la oferta y la demanda para las trancf eren- 
cias, nos demuestra que no existe filosofía ningu- 
na en la política del Gobierno con relación a las 
transferencias de competencias y a los regímenes 
preautonómicos. Creemos que esto es grave, y 
nos gustana adherimos a la petición que ha he- 
cho el señor Barrera de realizar un debate en 
profundidad sobre el tema de los regímenes 
preautonómicos, para ver si logramos determi- 
nar de una vez qué es lo que se entiende por 
preautonomía y qué es lo que vamos a hacer con 
estas preautonomías que existen por ahí, parece 
que un poco vagando por los desiertos, puesto 
que se nos anuncian decretos que tardan luego 
meses en publicarse, transferencias que después 
no hay medios económicos para ponerlas en 
marcha; o medios personales y humanos; se nos 
dice que las Juntas o los diferentes entes preau- 
tonómicos van a tener facultades y posibilidades 
para coordinar con las Diputaciones y después 
nos viene un decreto del Gobierno quitando esta 
Tacultad y estas posibilidades. 

Quisiera, por Último, decir al señor Ministro 
que nos preocupa extraordinariamente, y creo 
que ya lo pusimos de manifiesto en la discusión 
de la Lty .de Presupuestos, y hoy, nuevamente, 
lo ha puesto de manifiesto el compañero Luis 
Fajardo, el tema de las percepciones de los Al- 
caldes y Concejales. Preguntábamos al señor Mi- 
nistro qué era lo que tenía previsto y cuál era la 
fecha. Nos ha dicho que está estudiándolo y que 
su fecha está, naturalmente, supeditada a que lo 
presente en un Consejo de Ministros. Esto es, un 
poco, dejarlo también en el vacío, o a «ad calen- 
das graecas». En consecuencia, pediríamos al se- 
ñor Ministro que, cuanto antes, solucionase este 
problema, porque todos estamos diciendo que 
hoy el problema de la Administración territo- 
rial, de la nueva estructuración del Estado, no 
s6lo de las comunidades autónomas, sino -del 
funcionamiento de las Diputaciones y de los 
Municipios, es un problema de Estado, y tiene 
que resolverse, en parte, por la dedicación de las 
personas que hoy están dando lo mejor de sí 
mismos a la resolución de unos tremendos pro- 
blemas que tienen planteados los municipios, y 
que usted, señor Ministro, ha puesto de mani- 
fiesto. Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Maciá Alavedra. 

El señor MAClA ALAVEDRA: Señor Minis- 
tro, señor Presidente, como todos sabemos, la 
Constitución española establece un Estado autó- 
nomo, en lugar del Estado centralista que toda- 
vía tenemos. El señor Ministro, en su exposi- 
ción, ha dicho que los Estatutos de autonomía 
no eran de la incumbencia de su departamento 
en este momento, pero sí lo eran las transferen- 
cias de servicios a los entes preautonómicos, 
que, evidentemente, facilitan todo el proceso au- 
tonómico general. Pero, señor Ministro, como se 
ha dicho aquí por los Diputados que me han 
precedido en el uso de la palabra, la falta de cri- 
terio claro y definido sobre la política de transfe- 
rencias de servicios, la lentitud, por otra parte, 
en la realización de dichas transferencias,' con 
calendarios muchas veces incumplidos, la difi- 
cultad en la adscripción de medios económicos a 
los servicios que se traspasan, están creando en 
Cataluña un ambiente cada vez más tenso, de 
expectación y de inquietud. Si a este clima aña- 
dimos las reuniones maratonianas de  las que nos 
inbrma la prensa, y que tienen lugar en la Mon- 
cloa, sobre los Estatutos de autonomía catalán y 
vasco, se va creando una imagen que quisiérai 
mos que fuese errónea, de que el Gobierno desea 
frenar en estos momentos todb el proceso auto- 
nómico. Muchas gracias. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán Pérez): Si me 
permite el señor Presidente y tienen SS. SS. dos 
minutos de paciencia, haría dos observaciones a 
lo dicho últimamente por los señores Sanjuán y 
Alavedra. A don Carlos Sanjuán le resljondería 
que ha sido en dos contextos distintos donde he 
dicho lo del artículo 148, 1 ,  de la Constitución, 
en las normas directivas de las transferencias, en 
el sentido de que marcan concretamente aque- 
llos puntos en donde efectivamente se pueden 
hacer transferencias, puesto que son competen- 
cias que podrán ser asumidas por las cotnunida- 
des autónomas. Este es el espíritu de eSta políti- 
ca (no la filosofía, porque yo tengo otro concep- 
to de la misma, y no me hace particularmente 
feliz el empleo de la palabra «filosotia», en el 
sentido del que tanto se abusa ahora y que pro- 
cede del inglés americano), ésta es la inspiración 
política, junto con la voluntad de que los regí- 
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menes preautonómicos que tienen un «status» 
paraconstitucional, que no está contemplado en 
la Constitución, aunque si hay referencia a ellos 
en varios lugares de la misma. Lo consideramos 
como una fórmula transitoria que sirva para el 
efectivo rodaje y puesta en marcha de esta nucva 
forma de Estado que llamamos de las autono- 
mías, que hemos acordado los españoles y acep- 
tado con la Constitución. 

Cuando yo he hecho referencia a esta fórmula, 
probablemente desafortunada, de la oferta y de 
la demanda, me estaba refiriendo a la mecánica 
real con que se plantean las tareas de la Comi- 
sión de transferencias y de los grupos de trabajo. 
No voy a mencionar algunas cuesiones de las 
que no he tenido una experiencia directa. pero sí 
recojo de alguna manera, por la lectura de las 
actas y las experiencias de los funcionarios, que 
en algunos casos alguna delegación que hemos 
recibido en la Comisión de transferencias, real- 
mente, no ha estado a la altura que era de espe- 
rar. En algunos casos se plantea como criterio 
qué es lo que se ha acordado con Cataluña y se 
dice: «Pues lo mismo». 

En este momento actual, y con este espíritu, 
hemos empezado casi inmediatamente después 
del 10 de junio, en las reuniones de la Comisión 
Mixta de transferencias, aspirando, como se ha 
hecho en la primera ocasión que ha habido, a un  
tratamiento adecuado a la realidad del ente 
preautonómico en cuestión. 

Con algunos de ellos no ha habido reunión 
porque no se ha pedido. En otros casos se ha pe- 
dido y es donde probablemente, como decía Ba- 
rrera y ratificaban los Diputados Obiols y Alave- 
dra, en estos momentos en términos objetivos la 
representación de la Generalidad de Cataluña 
estaría del lado de los acreedores y la Adminis. 
tradión Central del lado de los deudores. 

En el corto tiempo que llevamos ocupándonos 
de este tema, creo que hemos conseguido desblo- 
quear parte de estos decretos y no hemos obteni- 
do una conformidad clara por parte de la Gene- 
ralidad respecto de si es procedente la publica- 
ción de los decretos y el ejercicio de las transfe- 
rencias que están ya desbloqueadas, puesto que 
parece que ahí mismo hay dos escuelas de pen- 
samiento y es preferible la totalidad a ir por par- 
tes. Pero estamos trabajando en ello, y yo espero 
mucho del contacto personal con el Profesor Su- 

reda para la ordenación del tema, con quien ha- 
blé muy poco en Barcelona, pero con quien in- 
cluso tengo la base de un antiguo conocimiento 
y relación de compañeros, que pueden facilitar, 
a nivel personal, la aceleración de estos proce- 

Tomo nota de las repetidas referencias de los 
Diputados catalanes a este ambiente de tensión y 
de preocupación que recogen en Cataluña, y con 
el que cumplen con su deber para con los elccto- 
res que les han traído a esta Cámara dando 
cuenta de él en la reunión de la Comisión y de- 
lante de un miembro del Gobierno que se siente 
cornpromctido a trasladar las palabras que ha 
oído. 

Señor Presidente, señores Diputados, por mi 
parte gracias, muchas gracias por el interés que 
demuestran ustedes por unos asuntos que, por 
razones políticas, absorben prácticamente mi 
atención y toda mi dedicación en estos momen- 
tos. Les reitero mi disposición para debates, tan- 
to en el Pleno como en la Comisión, como el 
que hoy se ha planteado aquí. No seré yo quien 
falte a la cita. 

SOS. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, palabras de 
rigor muy breves pero sinceras también. 

Creo que han merecido la pena estas cuatro 
horas dc debate. porque hablar de Administra- 
ción local y de Administración territorial en su 
sentido autonómico es tanto como profundizar 
en el ámbito mas vital de la democracia y en esa 
nueva articulación y vertebración del Estado. 

Creo que hay que dar las gracias a todos los 
que han participado. señores Diputados, en estas 
tareas. Hay que dar las gracias también al señor 
Ministro que en todo momento ha hecho una 
exposición clara en la que fundamentalmente ha 
alentado continuamente la sinceridad. Creo que 
también debemos dar las gracias en este momen- 
to a las señoritas y señores taquígrafos que han 
resistido toda esta sesión, así como a los servi- 
cios de megafonía, y, por supuesto, a los hom- 
bres de la comuncación, porque de la informa- 
ción de este tema creo que resultará algo de má- 
ximo interés para treinta y seis millones de espa- 
ñoles. 

Se levanta la sesión. 

Eran las tres y quince minutos de la tarde, 

RIVADENEYRA,S. A. - MADRID 


